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JUICIOS PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DE LA CIUDADANÍA
                                                                                                                                                                EXPEDIENTES: TECDMX-JLDC-076/2022 Y TECDMX-JLDC-180/2022 ACUMULADO

PARTES ACTORAS: PEDRO CLAUDIO MORALES CASTRO, ANA MARÍA MUÑOZ ESPINOZA Y OTRAS PERSONAS

AUTORIDADES RESPONSABLES: JUNTA CÍVICA ELECTORAL DEL PUEBLO ORIGINARIO SANTA ÚRSULA XITLA, TLALPAN Y ALCALDÍA TLALPAN

MAGISTRADA PONENTE: MARTHA LETICIA MERCADO RAMÍREZ

SECRETARIA: ELIZABETH VALDERRAMA LÓPEZ[footnoteRef:1] [1:  Colaboró: Ilse Daniela López Zamora. ] 


Ciudad de México, ocho de diciembre de dos mil veintidós.

El Pleno del Tribunal Electoral de la Ciudad de México, en sesión pública de esta fecha, en salto de la instancia previa, resuelve: 1) sobreseer en el expediente TECDMX-JLDC-076/2022 respecto a la elección de la Junta Cívica Electoral del Pueblo Originario Santa Úrsula Xitla, Tlalpan, y en el expediente TECDMX-JLDC-180/2022 respecto de la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a); 2) confirmar la validez de la elección de Autoridad Tradicional Subdelegado (a) del Pueblo Originario Santa Úrsula Xitla, Tlalpan, celebrada el tres de julio de dos mil veintidós y 3) vincular a la Secretaría de Pueblos y Barrios Originarios de la Ciudad de México, en los términos precisados en la presente resolución.
GLOSARIO

	Alcaldía
	Alcaldía Tlalpan

	Autoridad Tradicional Subdelegado (a)
	Autoridad Tradicional Subdelegado (a) del Pueblo Originario Santa Úrsula Xitla, demarcación territorial Tlalpan

	Código Electoral 

	Código de Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de México

	Constitución Federal
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

	Constitución Local
	Constitución Política de la Ciudad de México

	Convocatoria 
	Convocatoria emitida por la Junta Cívica Electoral del Pueblo Originario Santa Úrsula Xitla, demarcación territorial Tlalpan, para la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a).

	Junta Cívica Electoral

	Junta Cívica Electoral del Pueblo Originario Santa Úrsula Xitla, demarcación territorial Tlalpan 

	Juicio de la ciudadanía

	Juicio para la protección de los derechos político-electorales de la ciudadanía

	Ley de Derechos de los Pueblos

	Ley de Derechos de los Pueblos y Barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes en la Ciudad de México

	Ley de Participación
	Ley de Participación Ciudadana de la Ciudad de México

	Ley Procesal
	Ley Procesal Electoral de la Ciudad de México

	Partes actoras o demandantes
	Pedro Claudio Morales Castro (TECDMX-JLDC-076/2022), Ana María Muñoz Espinoza, Hilaria Nelly Gayosso Escamilla y José Manuel Ladrón de Guevara Garibay (TECDMX-JLDC-180/2022).

	Pueblo originario
	Pueblo Originario Santa Úrsula Xitla, demarcación territorial Tlalpan

	Reglamento de la Ley de Derechos de los Pueblos

	Reglamento de la Ley de Derechos de los Pueblos y barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes en la Ciudad de México

	Reglamento para la elección
	Reglamento para la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a) del Pueblo Originario de Santa Úrsula Xitla

	Sala Superior
	Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

	SEPI

	Secretaría de Pueblos y Barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes

	Tribunal Electoral u órgano jurisdiccional
	Tribunal Electoral de la Ciudad de México

	Suprema Corte
	Suprema Corte de Justicia de la Nación 




De lo narrado por las partes actoras en su escrito inicial, así como de las constancias que obran en los expedientes, se advierten los siguientes:

ANTECEDENTES

[bookmark: _Hlk106134494][bookmark: _Hlk29982715]I. Actos preparatorios

1. Junta Cívica Electoral. El quince de mayo de dos mil veintidós, en Asamblea pública celebrada en el Pueblo originario, se llevó a cabo la elección de la Junta Cívica Electoral, por lo que quedó integrada por: Guillermina Guadarrama Peña (Presidenta), Margarita Peña Chávez (Secretaria), Teófila Arce Montes de Oca (Consejera) y María Elena Rivero Hernández (Consejera) y Lucas Rodríguez Rodríguez (Consejero)[footnoteRef:2].  [2:  Por escrito presentado el veinticinco de agosto del presente año, las integrantes de la Junta Cívica Electoral informaron que el ocho de junio Lucas Rodríguez Rodríguez había renunciado en forma verbal como integrante de dicho órgano, por lo cual no tuvo participación alguna en los trabajos relacionados con la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a). ] 


II. Proceso electivo

1. Convocatoria. El trece de junio de dos mil veintidós, la Junta Cívica Electoral emitió la convocatoria para la elección del cargo de Autoridad Tradicional Subdelegado (a). 

2. Elección. El tres de julio del presente año se llevó a cabo la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), con los siguientes resultados:

	No. de registro
	Nombre
	No. de votos

	1
	Paulina Raquel Garibay Pérez
	237

	2
	Pedro Claudio Morales Castro
	104

	3
	Alan Daniel Luna Navarro
	118



III. Expediente TECDMX-JLDC-076/2022

1. Presentación de la demanda. El cinco de julio de dos mil veintidós, mediante escrito presentado ante la Oficialía de Partes de este Tribunal Electoral, Pedro Claudio Morales Castro promovió medio de impugnación, sustancialmente, en contra del proceso electivo de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a) por presunto incumplimiento a la Ley de los Derechos de los Pueblos y su Reglamento.

2. Turno. El cinco de julio de dos mil veintidós, el Magistrado Presidente Interino de este órgano jurisdiccional ordenó formar el expediente TECDMX-AG-006/2022, y turnarlo a la Ponencia de la Magistrada Martha Leticia Mercado Ramírez. Lo anterior, se cumplimentó el siete de julio siguiente, mediante oficio TECDMX/SG/2376/2022, suscrito por el Secretario General del Tribunal Electoral.

Asimismo, atendiendo a que el medio de impugnación fue presentado directamente ante esta autoridad jurisdiccional, en su oportunidad, el Secretario General de este Tribunal Electoral corrió traslado del escrito de demanda a la autoridad responsable, a efecto de que se realizara el trámite previsto en el artículo 77 y 78 de la Ley Procesal, lo que se llevó a cabo en su oportunidad. 

3. Reencauzamiento. En acuerdo plenario de doce de julio de dos mil veintidós, la Magistraturas que integran este Tribunal Electoral determinaron reencauzar el expediente TECDMX-AG-006/2022 a juicio de la ciudadanía, al ser la vía procedente para conocer y resolver la impugnación en la que la parte actora hizo valer violaciones a sus derechos político-electorales. 

4. Nuevo turno. El trece de julio de dos mil veintidós, el Magistrado Presidente Interino de este órgano jurisdiccional ordenó formar el expediente TECDMX-JLDC-076/2022, y turnarlo a la Ponencia de la Magistrada Martha Leticia Mercado Ramírez. Lo anterior, se cumplimentó el quince siguiente mediante oficio TECDMX/SG/2501/2022, suscrito por el Secretario General del Tribunal Electoral.

5. Radicación. El quince de julio del año en curso, fue radicado el medio de impugnación de referencia. 

6. Requerimientos. Con el propósito de contar con mayores elementos para resolver, la Magistrada Instructora realizó diversos requerimientos, el tres, diecisiete, veintinueve de agosto, veintiuno de septiembre, cuatro y veinticinco de octubre a la Alcaldía Tlalpan, a la Junta Cívica, a la SEPI, y a la Autoridad Tradicional Subdelegada. 

7. Admisión y cierre de instrucción. En su oportunidad, la Magistrada Instructora admitió la demanda y decretó el cierre de instrucción, debido a que no existían diligencias pendientes de realizar, quedando los autos en estado de dictar sentencia.

IV. Expediente TECDMX-JLDC-180/2022

1. Presentación de la demanda. El siete de julio de dos mil veintidós, mediante escrito presentado ante la Oficialía de Partes de este Tribunal Electoral, Ana María Muñoz Espinoza, Hilaria Nelly Gayosso Escamilla y José Manuel Ladrón de Guevara Garibay promovieron juicio electoral en contra de la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a).

2. Turno. El siete de julio de dos mil veintidós, el Magistrado Presidente Interino de este órgano jurisdiccional ordenó formar el expediente TECDMX-JEL-339/2022, y turnarlo a la Ponencia de la Magistrada Martha Leticia Mercado Ramírez. Lo anterior, se cumplimentó el once siguiente mediante oficio TECDMX/SG/2404/2022, suscrito por el Secretario General del Tribunal Electoral.

Asimismo, atendiendo a que el medio de impugnación fue presentado directamente ante esta autoridad jurisdiccional, en su oportunidad, el Secretario General de este Tribunal Electoral corrió traslado del escrito de demanda a las autoridades responsables, a efecto de que se realizara el trámite previsto en el artículo 77 y 78 de la Ley Procesal, lo que se llevó a cabo en su oportunidad. 

3. Radicación. El doce de julio del año en curso, fue radicado el medio de impugnación de referencia.

4. Requerimientos. Con el propósito de contar con mayores elementos para resolver, la Magistrada Instructora realizó diversos requerimientos, el tres, diecisiete y veintinueve de agosto a la Alcaldía Tlalpan, a la Junta Cívica y a la SEPI y el veintinueve de agosto, a Paulina Raquel Garibay Pérez, en su calidad de actual Autoridad Tradicional Subdelegada de Santa Úrsula Xitla, Tlalpan.

5. Reencauzamiento. En acuerdo plenario de veintisiete de septiembre de dos mil veintidós, la Magistraturas que integran este Tribunal Electoral determinaron reencauzar el expediente TECDMX-JEL-339/2022 a juicio de la ciudadanía, al ser la vía procedente para conocer y resolver la impugnación en la que las partes actoras hizo valer violaciones a sus derechos político-electorales. 

6. Nuevo turno. El veintisiete de septiembre de dos mil veintidós, el Magistrado Presidente Interino de este órgano jurisdiccional ordenó formar el expediente TECDMX-JLDC-180/2022, y turnarlo a la Ponencia de la Magistrada Martha Leticia Mercado Ramírez. Lo anterior, se cumplimentó el veintiocho siguiente mediante oficio TECDMX/SG/3318/2022, suscrito por el Secretario General del Tribunal Electoral.

7. Radicación. El veintinueve de septiembre del año en curso, la Magistrada Instructora radicó el medio de impugnación de referencia. 

8. Admisión y cierre de instrucción. En su oportunidad, la Magistrada Instructora admitió el juicio y ordenó el cierre de instrucción.
[bookmark: _Toc35970692][bookmark: _Toc60309052]CONSIDERACIONES

[bookmark: _Hlk106135222]PRIMERA. Competencia. Este Tribunal Electoral es competente para conocer y resolver el presente medio de impugnación, toda vez que, en su carácter de máximo órgano jurisdiccional electoral en esta entidad federativa, garante de la constitucionalidad, convencionalidad y legalidad de todos los actos y resoluciones en la materia, le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, entre otras, las impugnaciones presentadas cuando se aduzca la violación a los derechos político-electorales[footnoteRef:3]. [3:  Lo anterior, con fundamento en los artículos 1, 17, 116, párrafo segundo, fracción IV, incisos b) y c); 122, Apartado A, fracciones VII y IX; y 133 de la Constitución Federal; 2, numeral 1, 6 Apartado H, 11 Apartado O, 26 Apartado A, numeral 1, 27 Apartado D, numeral 3, 38, 46 Apartado A, inciso g), 57, 58 y 59, de la Constitución Local; 30, 165, fracciones II y V, 171 y 179 y 182, fracción II, del Código Electoral; 28 fracciones II, IV y V, 30, 31, 32, 37 fracción II, 46 fracción IV, 85, 91, 122 y 123 fracción V, de la Ley Procesal.] 


Al respecto, son aplicables las consideraciones del juicio SUP-JDC-884/2017, en el que la Sala Superior sostuvo que los órganos jurisdiccionales en materia electoral son competentes para conocer el alcance de los derechos colectivos de los pueblos y comunidades indígenas como la autonomía, autodeterminación y autogobierno, por estar relacionados con los derechos de participación política. 

En el caso, se estima que este Tribunal Electoral cuenta con la competencia para conocer del presente asunto, en atención a que las partes actoras impugnan diversos actos vinculados con el proceso de elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), pues a su consideración, en cuanto al TECDMX-JLDC-076/2022, acontecieron diversas irregularidades que afectan sus derechos político-electorales, en su calidad de ex candidato a dicho cargo, y respecto al TECDMX-JLDC-180/2022, se vulneran sus derechos de participación ciudadana porque, en su concepto, se llevó a cabo la elección de manera ilegal porque la comunidad no constituye un pueblo originario. 

[bookmark: _Toc94413102][bookmark: _Hlk106135242]SEGUNDO. Acumulación. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 82 y 83, fracción I, de la Ley Procesal, este órgano jurisdiccional considera procedente la acumulación de los juicios, al advertir conexidad en la causa.

En esencia, existe identidad de las autoridades responsables, dado que en ambos juicios se señala a la Junta Cívica Electoral y, sustancialmente, se cuestiona la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a).

Particularmente, en el Juicio TECDMX-JLDC-076/2022 el promovente impugna diversos actos vinculados con el proceso electivo de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a) por el presunto incumplimiento a la Ley de los Derechos de los Pueblos y su Reglamento, respectivamente, así como la ilegal integración de la Junta Cívica Electoral. 

Por lo que hace al diverso TECDMX-JLDC-180/2022, las partes actoras impugnan la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), así como la ilegal actuación de la Junta Cívica Electora, y de la Alcaldía. 

De ahí que, con el fin de resolver en forma conjunta, expedita y congruente las inconformidades que se analizan y evitar contradicción de criterios, en atención al principio de economía procesal, lo procedente es acumular el expediente TECDMX-JLDC-180/2022 al diverso juicio de la Ciudadanía TECDMX-JLDC-076/2022, por ser este el primero que se recibió en la Oficialía de Partes de este Tribunal Electoral, según se advierte de los acuerdos de turno. 

Lo anterior, con la precisión de que los efectos de la acumulación son meramente procesales, dado que las finalidades que se persiguen son única y exclusivamente la economía procesal y evitar la emisión de sentencias contradictorias; por lo que en modo alguno pueden modificar los derechos sustantivos de las partes que intervienen en los diversos Juicios.[footnoteRef:4] [4:  Criterio sustentado por la Sala Superior, en la Jurisprudencia 2/2004, de rubro: “ACUMULACIÓN. NO CONFIGURA LA ADQUISICIÓN PROCESAL DE LAS PRETENSIONES”. Consultable en el Ius Electoral del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.] 


En consecuencia, se deberá glosar copia certificada de la presente sentencia a los autos del expediente acumulado. 

TERCERA. Perspectiva intercultural. Como cuestión previa, a fin de resolver la materia de controversia del presente juicio y en aras de garantizar el derecho fundamental de acceso a la tutela judicial efectiva —previsto en el artículo 17 de la Constitución Federal—, este órgano jurisdiccional estima pertinente realizar algunas precisiones en relación a la perspectiva con que debe analizar los juicios. 

El artículo 2 de la Constitución Federal, dispone que la Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas.

El apartado A del mismo artículo constitucional establece que se reconoce el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a la libre determinación y autonomía para:

a) Decidir sus formas internas de convivencia, organización social, económica, política y cultural.
b) Elegir, de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus propias formas de gobierno interno.

Por su parte, el artículo 2, párrafo 2, inciso b) del Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, establece que los gobiernos deben promover la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus costumbres y tradiciones, y sus instituciones.

El artículo 8 del mismo ordenamiento prevé que dichos pueblos tienen el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, y que al aplicar la legislación nacional deben tomarse en cuenta sus costumbres o su derecho consuetudinario.

A su vez, el artículo 3 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas[footnoteRef:5] regula que los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación, por virtud de la cual pueden decidir libremente su condición política y perseguir libremente su desarrollo económico, social y cultural. [5:  Instrumento que expresa un amplio consenso de la comunidad internacional y sirve de parámetro orientador para definir los derechos de los pueblos y comunidades indígenas reconocidos tanto en el derecho constitucional como internacional.] 


El artículo 4 de dicha Declaración establece que los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre determinación, tienen derecho a la autonomía o al autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y locales.

El artículo 5 dispone que los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales.

Así, del contenido de las normas invocadas se advierte que las comunidades indígenas tienen el derecho a elegir a sus autoridades y órganos representativos de acuerdo con sus normas, usos y costumbres, procedimientos y prácticas tradicionales.

Sobre este tema, la Suprema Corte ha señalado, en el Protocolo de Actuación para Quienes Imparten Justicia en Casos que Involucren Personas, Comunidades y Pueblos Indígenas[footnoteRef:6], que los pueblos y comunidades indígenas tienen la capacidad de definir sus propias instituciones de gobierno, las cuales no necesariamente tienen que corresponder estrictamente con el resto de las instituciones del Estado. [6:  Consultable a través del link: https://www.scjn.gob.mx/derechos-humanos/protocolos-de-actuacion.] 


Este aspecto guarda relación con el derecho de los indígenas de mantener y reforzar sus sistemas normativos, pues precisamente la elección de sus autoridades y representantes, así como el ejercicio de sus propias formas de gobierno interno y definición de los asuntos que les afectan se realiza en el marco establecido por el Derecho Indígena aplicable; el cual constituye parte del orden jurídico del Estado Mexicano.

Al respecto, la Sala Superior, razonó en la jurisprudencia 19/2014, de rubro “COMUNIDADES INDÍGENAS. ELEMENTOS QUE COMPONEN EL DERECHO DE AUTOGOBIERNO”, que el derecho de autogobierno como manifestación concreta de la autonomía comprende:

a. El reconocimiento, mantenimiento y defensa de la autonomía de los citados pueblos para elegir a sus autoridades o representantes acorde con sus usos y costumbres y respetando los derechos humanos de sus integrantes.
b. El ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, siguiendo para ello sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a efecto de conservar y reforzar sus instituciones políticas y sociales.
c. La participación plena en la vida política del Estado; y,
d. La intervención efectiva en todas las decisiones que les afecten y que son tomadas por las instituciones estatales, como las consultas previas con los pueblos indígenas en relación con cualquier medida que pueda afectar a sus interese.

Asimismo, en la jurisprudencia 37/2016 de rubro “COMUNIDADES INDÍGENAS. EL PRINCIPIO DE MAXIMIZACIÓN DE LA AUTONOMÍA IMPLICA LA SALVAGUARDA Y PROTECCIÓN DEL SISTEMA NORMATIVO INTERNO”, la Sala Superior ha establecido que en el marco de aplicación de los derechos individuales y colectivos indígenas, los órganos jurisdiccionales deben privilegiar el principio de maximización de la autonomía, salvaguardando y protegiendo el sistema normativo interno que rige a cada pueblo o comunidad.

Por otro lado, la Primera Sala de la Suprema Corte ha establecido que, para garantizar el acceso a la jurisdicción de las personas indígenas, se debe hacer una interpretación intercultural, es decir, un análisis culturalmente sensible; el cual se logra al considerar el contexto en que se desarrollan las comunidades indígenas y sus particularidades culturales al momento de interpretar y definir el contenido de sus derechos, a partir de un diálogo intercultural.

Esto puede consultarse en la tesis 1a. CCXCIX/2018 (10a.) de rubro “INTERPRETACIÓN INTERCULTURAL. ALCANCE DE LAS PROTECCIONES DE LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 2o. CONSTITUCIONAL.”[footnoteRef:7]. [7:  Consultable a través del link: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/Paginas/tesis.aspx.] 


Cabe indicar que de acuerdo con la tesis 1a. CCXI/2009 de rubro “PERSONAS INDÍGENAS. ACCESO PLENO A LA JURISDICCIÓN DEL ESTADO. EN LOS JUICIOS Y PROCEDIMIENTOS DE QUE SEAN PARTE, LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEBEN TOMAR EN CUENTA TANTO LAS NORMAS DE FUENTE ESTATAL APLICABLES COMO SUS COSTUMBRES Y ESPECIFICIDADES CULTURALES.”[footnoteRef:8], la Primera Sala de la Suprema ha señalado que los órganos jurisdiccionales están obligados a indagar cuáles son las costumbres y especificidades de la comunidad, ya que influyen en los hechos sometidos al conocimiento de los jueces y tribunales. [8:  Consultable a través del link: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/Paginas/tesis.aspx.] 


De manera similar, la Sala Superior estableció que para garantizar el acceso a la justicia con una perspectiva intercultural es necesario, entre otras cuestiones, lo siguiente:

1. Obtener información de la comunidad a partir de fuentes adecuadas que permitan conocer las instituciones y reglas vigentes del sistema normativo indígena; como pueden ser solicitudes de peritajes, dictámenes etnográficos u opiniones especializadas, así como informes y comparecencia de las autoridades tradicionales.

2. Identificar el Derecho Indígena, esto es, sus normas, principios, instituciones y características propias de los pueblos y comunidades que no necesariamente corresponden al Derecho legislado.

Lo anterior fue sostenido por la referida Sala Superior en la jurisprudencia 19/2018, de rubro “JUZGAR CON PERSPECTIVA INTERCULTURAL. ELEMENTOS MÍNIMOS PARA SU APLICACIÓN EN MATERIA ELECTORAL.”[footnoteRef:9]. [9:  Consultable a través del link: https://www.te.gob.mx/IUSEapp/.] 


Como se observa, para resolver los juicios en los que participen pueblos y comunidades indígenas y se involucren sus derechos, antes de emitir la resolución correspondiente, es deber jurídico de la autoridad jurisdiccional conocer el derecho e instituciones de la comunidad; lineamientos que se tomarán en consideración en el presente caso.

Por tanto, por lo que hace al juicio de la ciudadanía TECDMX-JLDC-076/2022, en la que la parte actora se ostenta como Candidato a Subdelegado e integrante del Pueblo Originario, se analizará la presente controversia bajo la perspectiva referida en la presente consideración, sin que ello implique necesariamente resolver favorablemente las pretensiones de la parte actora.

CUARTA. Amicus curiae. En principio, cabe precisar que durante la sustanciación de los medios de impugnación en materia electoral, es factible la intervención de personas terceras ajenas al juicio, por medio de la presentación de escritos con el carácter de amicus curiae, con el objeto de contar con mayores elementos para un análisis integral del contexto de la controversia. 

La Sala Superior ha sostenido en la jurisprudencia 8/2018 —cuyo rubro es “AMICUS CURIAE. ES ADMISIBLE EN LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL”[footnoteRef:10]— que los escritos de amicus curiae son admisibles en los medios de impugnación en materia electoral, toda vez que su utilidad radica en que el propio Tribunal Electoral se allegue de legislación o jurisprudencia foránea o nacional; doctrina jurídica o del contexto; o en su caso, para coadyuvar a generar argumentos en sentencias relacionadas con el reconocimiento y la protección de los derechos fundamentales de las personas, o en temas jurídicamente relevantes. [10:  Consultable a través del link: https://www.te.gob.mx/IUSEapp/.] 


Claro está que los argumentos planteados en los escritos de amicus curiae no son vinculantes, pero implican una herramienta de participación en un estado democrático de Derecho, al proporcionar conocimientos especializados a los órganos jurisdiccionales sobre aspectos de interés y trascendencia en la vida política y jurídica de una Nación.

Asimismo, en la citada jurisprudencia la Sala Superior determinó que para la procedencia de estos escritos, es necesario que:

· Los escritos sean presentados antes de la resolución del asunto.
· La persona compareciente sea ajena al proceso; esto es, que no tenga el carácter de parte en el litigio.
· Su única finalidad o intención debe consistir en aumentar el conocimiento de la persona juzgadora, mediante razonamientos o información científica y jurídica —nacional e internacional— pertinente, para resolver la cuestión planteada.

De cualquier forma, los escritos en cuestión únicamente deben ser admitidos para su análisis referencial a partir de los datos e información aportados en ellos, sin que resulte válido que por medio de aquéllos se amplíe la litis, ni que las expresiones con las que se pretenda coadyuvar —de manera subjetiva— se tomen en cuenta para las pretensiones de las partes.
 
Acorde con lo anterior, en del juicio TECMDX-JLDC-076/2022, Margarita Guevara Sanginés presentó escrito el dieciséis de agosto, en el que comparece ante este órgano jurisdiccional con el carácter de amicus curiae, con la finalidad de aportar diversa información y documentación relacionada con el proceso de elección de autoridad tradicional Subdelegado (a). 

Por lo que, este Tribunal Electoral, derivado del análisis y estudio, considera procedente el escrito presentado por Margarita Guevara Sanginés, en virtud de que cumple con los requisitos establecidos en las Jurisprudencias 17/2014 y 8/2018 debido a que, sin ser parte en la presente controversia, de manera espontánea, comparece antes del dictado de la sentencia y aportó información y documentación relacionada con la existencia del Pueblo Originario de Santa Úrsula Xitla, así como la diversa relacionada con el proceso electivo; elementos que, a su consideración, pueden generar una opinión que ayude a la emisión de la sentencia.

Cabe precisar que, con independencia de lo anterior, este medio de impugnación se resolverá bajo los principios que conforme a Derecho correspondan, y con base en las normas que resulten aplicables al caso concreto.
[bookmark: _Hlk106135336]
QUINTA. Personas terceras interesadas. En su demanda, la parte actora del juicio TECDMX-JLDC-076/2022 sostuvo que, a su consideración, las personas integrantes del Pueblo Originario podrían tener el carácter de terceras interesadas, al estar inconformes con los resultados de la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), por no haberse apegado a las bases de la convocatoria y el reglamento para la elección, al efecto, anexó copias simples de diversas credenciales para votar, de “quienes manifestaron su inconformidad con los resultados”. 

Al respecto, cabe precisar que no es procedente reconocer carácter alguno en el citado juicio a las personas que alude la parte demandante, en los términos que refiere. 

Lo anterior, porque en términos del artículo 43, fracción III, de la Ley Procesal, es parte tercera interesada el partido político, la coalición, las candidatas y candidatos, ya sea propuestos por los partidos políticos o sin partido, la agrupación política o ciudadana, según corresponda, con un interés en la causa derivado de un derecho incompatible con el que pretende la parte actora. 

Asimismo, el numeral 44 de la Ley Procesal establece que las personas terceras interesadas pueden comparecer por escrito ante la autoridad u órgano responsable, mediante escrito presentado dentro de las setenta y dos horas siguientes contadas a partir de la publicación de la demanda en los estrados de la autoridad u órgano responsable. 

En ese sentido, es claro que no es posible reconocer la calidad de personas terceras interesadas a quienes habitan el Pueblo Originario o a las personas respecto de las que la parte demandante aportó copia simple de su credencial para votar. 

Lo anterior, porque además de que no se advierte el interés incompatible con la pretensión de la parte actora, acorde con lo dispuesto en el artículo 43, fracción III, de la Ley Procesal, las citadas personas no comparecieron dentro del plazo legal a deducir interés alguno. 

De manera que es insuficiente con la simple mención que hace valer la parte actora para atribuirles o reconocerles un carácter a determinadas personas, sino que se requiere la expresión de su voluntad en el sentido de inconformarse con un acto determinado o de incompatibilidad con los derechos que defiende alguna de las partes. 

SEXTA. Actos impugnados. En primer lugar, este órgano jurisdiccional considera necesario precisar cuáles son los actos impugnados por las partes demandantes.

Lo anterior, en atención al criterio de la Sala Superior contenido en la jurisprudencia 4/99 de rubro “MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL. EL RESOLUTOR DEBE INTERPRETAR EL OCURSO QUE LOS CONTENGA PARA DETERMINAR LA VERDADERA INTENCIÓN DEL ACTOR”[footnoteRef:11]. [11:  Consultable a través del link: https://www.te.gob.mx/IUSEapp/.] 


En ese sentido, de la lectura de los escritos de demanda que dieron origen a los presente juicios acumulados se advierte que las partes actoras hacen valer agravios respecto de tres actos, como son: 

1. La existencia de Santa Úrsula Xitla, Tlalpan, como pueblo originario (TECDMX-JLDC-180/2022), ya que, en concepto de las partes actoras, es una colonia reconocida como unidad territorial por el Instituto Electoral, por lo que se les pretende imponer un régimen electoral distinto y un órgano de representación ajeno a lo establecido en la Ley de Participación.

2. Elección de la Junta Cívica Electoral (TECDMX-JLDC-076/2022), puesto que a consideración de la parte actora, dos de sus integrantes fueron electas para integrar ese órgano sin tener la calidad de personas originarias. 

3. Elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a) (TECDMX-JLDC-076/2022 y TECDMX-JLDC-180/2022), respecto a la cual, las partes actoras señalan diversas irregularidades que viciaron la elección.  

De ahí que este Tribunal Electoral analizará la controversia partiendo de la identificación de los actos controvertidos. 

SÉPTIMA. Procedencia del salto de la instancia (per saltum).  Si bien, de la lectura de las demandas que presentaron las partes actoras en los juicios TECDMX-JLDC-076/2022 y TECDMX-JLDC-180/2022, no se advierte que de manera expresa promuevan los medios de impugnación vía per saltum; sin embargo, este órgano jurisdiccional estima que en el caso resulta procedente analizarlo y declararlo procedente, como se explica a continuación. 

El artículo 124 de la Ley Procesal Electoral dispone que el Juicio de la Ciudadanía será procedente cuando la persona promovente haya agotado todas las instancias previas y realizado las gestiones necesarias para estar en condiciones de ejercer el derecho político-electoral presuntamente violado, en la forma y en los plazos que las normas respectivas establezcan para tal efecto. 

Asimismo, determina que agotar las instancias previas será obligatorio, siempre y cuando:

· Los órganos competentes estén establecidos, integrados e instalados con antelación a los hechos litigiosos; 

· Se respeten todas las formalidades esenciales del procedimiento exigidas constitucionalmente, y 

· Que formal y materialmente resulten eficaces para restituir a las partes promoventes en el goce de sus derechos político-electorales transgredidos. 

No obstante, cuando falte alguno de esos requisitos, asistir a las instancias internas será optativo, por lo que la persona afectada podrá acudir directamente a la autoridad jurisdiccional, siempre que se corra el riesgo de que la violación alegada se torne irreparable y, en su caso, acredite haberse desistido previamente de las instancias previas que hubiere iniciado y que aún no se hubieren resuelto, a fin de evitar resoluciones contradictorias.

Finalmente, establece que la persona promovente podrá acudir directamente al Tribunal reclamando una omisión, cuando los órganos competentes no resuelvan los medios de impugnación internos en los plazos previstos en la normativa o en un tiempo breve y razonable, en el supuesto de que dicha normativa no contemple términos para resolver. 

En el caso, en ambos juicios, como ya se señaló, las partes actoras impugnan diversos actos vinculados con el proceso de elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a) que llevó a cabo la Junta Cívica Electoral. 

Ahora bien, en el artículo undécimo del Reglamento para la elección, emitido por la Junta Cívica Electoral se establece que cualquier señalamiento al proceso o impugnación debía ser presentado ante la Junta Cívica Electoral en la Subdelegación del Pueblo. 

En ese sentido, la autoridad responsable estableció en el Reglamento de elección que las impugnaciones se harían por escrito, expresando el acto o resolución impugnada, los conceptos que se consideraran violados y la exposición de los hechos ocurridos; el escrito respectivo debía contener firma de la parte promovente, quien debía anexar las pruebas correspondientes. 

Las impugnaciones debían ser presentadas ante esa Junta Cívica, dentro de los siguientes dos días posteriores a la conclusión del proceso electoral. 

En atención a lo anterior, si bien lo ordinario sería considerar que las partes actoras debieron agotar previamente a la promoción de los presentes medios impugnativos, la instancia a que se refiere el Reglamento para la elección, en atención al principio de autodeterminación[footnoteRef:12], lo cierto es que se advierte la existencia de una excepción al principio de definitividad, como se explica enseguida: [12:  Previsto en los artículos 2 de la Constitución Federal y 59 de la Constitución Local, conforme al cual debe respetarse la decisión de las mayorías al interior de los Pueblos acorde a sus usos y costumbres, evitando con ello la intervención injustificada de las autoridades del Estado, entre ellas las jurisdiccionales.] 


En efecto, en la demanda que dio origen al juicio TECDMX-JLDC-076/2022, se advierte que la parte actora, además de controvertir la validez de la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), refiere una presunta ilegalidad en el proceso de selección de las personas que conforman la Junta Cívica Electoral. 

Ello, dado que la parte demandante refiere que dos integrantes de la Junta Cívica Electoral no cumplen con los requisitos establecidos en la Ley de Derechos de los Pueblos, porque no son personas originarias del pueblo Santa Úrsula Xitla. 

Luego, toda vez que la parte actora cuestiona la legalidad de la integración de la autoridad responsable –Junta Cívica Electoral–, que, a su vez sería la instancia ante la cual tendría que presentar cualquier impugnación derivada del proceso de elección, es que se actualizaría una vulneración al principio de imparcialidad, lo que podría tener como consecuencia una vulneración a sus derechos político-electorales objeto de tutela. 

Sirve de apoyo, a lo anterior la Jurisprudencia 20/2016, emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, de rubro: PER SALTUM. EL PLAZO DE PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL DEL DESISTIMIENTO DEL MEDIO DE IMPUGNACIÓN, la cual señala que el derecho a la tutela judicial efectiva se reconoce a todo gobernado a fin de que se le administre justicia de manera expedita, pronta, completa e imparcial. 

Lo anterior, se relaciona con la jurisprudencia 7/2013 emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, de rubro: PUEBLOS INDÍGENAS. SE DEBE GARANTIZAR A LOS CIUDADANOS QUE LOS CONFORMAN UN EFECTIVO ACCESO A LA JURISDICCIÓN ELECTORAL.

Por tanto, se justifica que la parte actora presentara su demanda directamente ante este órgano jurisdiccional, sin haber agotado la instancia referida en el Reglamento para la elección, ya que, al cuestionar la legalidad del proceso de selección que conformó en su momento a la autoridad responsable, ésta tendría que  pronunciarse sobre la legalidad de su propia integración, lo que resultaría contrario al principio de imparcialidad y en detrimento del derecho de acceso a la justicia de la parte actora. 

De ahí que este órgano jurisdiccional estima que no es exigible que se agote la instancia previa, a efecto de dotar de seguridad jurídica y certeza.

A idéntica conclusión se arriba en relación con el juicio de la ciudadanía TECDMX-JLDC-180/2022 puesto que si bien, en la demanda no se hizo valer argumento alguno que cuestione la integración de la junta Cívica Electoral, lo cierto es que las partes actoras plantean que Santa Úrsula Xitla no es un pueblo originario, sino una colonia reconocida como unidad territorial por el Instituto Electoral, de ahí que su pretensión es que se declare la nulidad de ese proceso electivo a fin de que en la comunidad se respeten los instrumentos previstos en la Ley de Participación. 

De manera que se advierte la voluntad de las partes actoras del citado juicio TECDMX-JLDC-180/2022 de no reconocer a las autoridades electas por usos y costumbres, lo cual implica, desde luego, no someterse a éstas, como sería para la resolución de conflictos como en el caso, sobre la propia elección que desconocen. 

De ahí que se tiene por justificado el salto de la instancia al presente juicio de la ciudadanía, puesto que precisamente la instancia prevista en la Convocatoria se torna ineficaz pues se está frente a una autoridad que califica su propia actuación y, en el caso, frente a la misma autoridad señalada como responsable.

En consecuencia, es procedente conocer los asuntos en salto de instancia, por existir circunstancias que justifican la necesidad de sustanciar y resolver la controversia planteada para no dejar a las partes actoras en estado de indefensión y evitar la vulneración de su derecho de acceso a la justicia; sin que sea impedimento que las partes promoventes de los juicios TECDMX-JLDC-076/2022 y TECDMX-JLDC-180/2022 no lo solicitaran expresamente, pues lo relevante es salvaguardar dichos principios a su favor, por las razones que fueron expuestas previamente. 
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[bookmark: _Hlk106135270][bookmark: _Hlk106135290]OCTAVA. Improcedencia. Este Tribunal Electoral advierte que se actualizan las causales de improcedencia que enseguida se analizan, lo que tiene como consecuencia el sobreseimiento respectivo: 

I. Por cuanto a la impugnación que formuló la parte actora del juicio TECDMX-JLDC-076/2022, respecto de la elección de la Junta Cívica Electoral, en términos del artículo 50, fracción III, de la Ley Procesal, ya que en la especie se actualiza el supuesto de improcedencia previsto en el artículo 49, fracción IV, en relación con los artículos 41 y 42, del citado ordenamiento, ya que la impugnación se hizo valer en forma extemporánea.

El artículo 50, fracción III, de la Ley Procesal establece que el Pleno de este órgano jurisdiccional podrá decretar el sobreseimiento cuando aparezca o sobrevenga alguna de las causales de improcedencia previstas en la misma norma jurídica.

En ese sentido, el artículo 49, fracción IV, de la Ley Procesal establece que los medios de impugnación serán improcedentes cuando se presenten fuera de los plazos señalados en la citada norma jurídica.

Asimismo, de los numerales 41 y 42 del mismo ordenamiento, se desprende que durante los procesos electorales y de participación ciudadana todos los días y horas son hábiles, pero los asuntos generados durante dichos procesos que no guarden relación con éstos, no se sujetarán a dicha regla; y, que todos los medios de impugnación deberán presentarse dentro de los cuatros días contados a partir del día siguiente a aquel en que el actor haya tenido conocimiento del acto o resolución impugnado, o se hubiese notificado de conformidad con lo dispuesto en la norma aplicable.

Ahora bien, en el caso, en la demanda del juicio TECDMX-JLDC-076/2022, la parte actora cuestionó, además del proceso electivo de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), la elección de la Junta Cívica Electoral. 

Al respecto, manifestó que el quince de mayo de dos mil veintidós, se llevó a cabo en el Centro de Desarrollo Comunitario Integral de Santa Úrsula Xitla el proceso de selección de la Junta Cívica Electoral, siendo que se integró con dos personas que no son originarias del pueblo, lo que, a su consideración, es contrario a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de los Derechos de los Pueblos, puesto que el registro a los distintos cargos de elección popular debe ser con personas candidatas originarias o indígenas. 

Ahora bien, es preciso destacar que en autos del referido expediente obran las siguientes constancias remitidas por la Alcaldía Tlalpan, en cumplimiento al requerimiento formulado por la Magistrada Instructora: 

· Copia de la convocatoria expedida el dieciocho de abril de dos mil veintidós por el entonces Subdelegado de Santa Úrsula Xitla, a favor de toda la ciudadanía habitante para acudir a la asamblea pública a celebrar el quince de mayo siguiente, a las once horas, en las canchas del pueblo, a fin de elegir a cinco personas que conformarían la Junta Cívica, encargada de la planeación, organización y conducción del proceso electivo de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a).

Cabe precisar que en dicha convocatoria se dispuso que participarían representantes de la Alcaldía Tlalpan, en acompañamiento como orientación, logística y lo que fuera necesario para el debido desarrollo del proceso. 

· Copia de ocho listas de registro de participación de la citada asamblea, para la elección de la Junta Cívica, celebrada en las canchas del pueblo. Cabe precisar que en dichas listas consta el escudo de la Alcaldía. 

En dichas listas aparece el nombre de las personas asistentes, la sección electoral, el género y la firma, entre las cuales está el relativo a la parte actora, Morales Castro Pedro Claudio, como se observa de la siguiente imagen: 
[image: ][Capte la atención de los lectores mediante una cita importante extraída del documento o utilice este espacio para resaltar un punto clave. Para colocar el cuadro de texto en cualquier lugar de la página, solo tiene que arrastrarlo.]

Cabe precisar que las citadas listas fueron exhibidas en copia simple, por lo cual, en principio, tienen el carácter de documentales privadas, toda vez que carecen de certificación por parte de una autoridad que sirva para acreditar que son fiel reproducción de sus originales; de manera para hacer prueba plena de su contenido, serán analizadas en conjunto bajo las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, de conformidad con los artículos 56, 57 y 61 de la Ley Procesal.

Ahora bien, es importante destacar que la Alcaldía, junto con las documentales mencionadas, también envió copia del oficio AT/DGPC/SCPAS/375/2022 por el cual el Subdirector de Concertación Política y Atención Social indicó al Director General de Participación Ciudadana que en los archivos de esa subdirección obran las listas de asistencia referidas, por lo cual le solicitó certificarlas, al ser la autoridad competente —sin que al efecto conste tal certificación—.

Lo cual implica entonces que la copia mencionada es fiel del documento original que obra en los archivos de la citada Subdirección de Concertación Política y Atención Ciudadana de la Alcaldía. 

Asimismo, cabe destacar que, en cumplimiento a requerimiento de la Magistrada Instructora, la Subdelegada de Santa Úrsula Xitla remitió copia simple de las aludidas listas de asistencia a la asamblea de quince de mayo de dos mil veintidós, las cuales dijo que obraban en los archivos de la Subdelegación. 

Al respecto, se advierte que el contenido de esa documental es idéntico a la que remitió la Alcaldía, lo que corrobora su autenticidad. 

Por tanto, es claro que desde el día de celebración de la asamblea en que fueron seleccionadas las personas integrantes de la Junta Cívica —quince de mayo de dos mil veintidós—, la parte actora tuvo pleno conocimiento de dicha elección, precisamente porque estuvo presente, como consta en la lista de asistencia mencionada. 

Por tanto, el plazo de cuatro días hábiles para su impugnación transcurrió del lunes dieciséis al jueves diecinueve de mayo del presente año. 

Mientras que la demanda del presente juicio se presentó hasta el cinco de julio del presente año, es decir, alrededor de mes y medio después de concluido el plazo legal para la promoción del medio impugnativo en contra de la elección de la Junta Cívica. 

Por tanto, la parte demandante promovió el medio impugnativo fuera del plazo de cuatro días, en términos de lo dispuesto en los artículos 41 y 42 de la Ley Procesal, de manera que, como se anticipó, se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 49, fracción IV, de la Ley Procesal, por lo que al haberse admitido la demanda, procede el sobreseimiento respecto a la elección de la Junta Cívica.

No es óbice que, como se precisó, en el caso es procedente aplicar una perspectiva intercultural, puesto que el desechamiento está sustentado en el incumplimiento de los requisitos de procedencia de los medios de impugnación que prevé la Ley Procesal, en específico, el de la oportunidad de la demanda.

Además, cabe destacar que la jurisprudencia 8/2019, emitida por la Sala Superior, de rubro[footnoteRef:13]: “COMUNIDADES Y PERSONAS INDÍGENAS. EL PLAZO QUE TIENEN PARA PROMOVER MEDIOS DE IMPUGNACIÓN RELACIONADOS CON PROCESOS ELECTIVOS DEBE COMPUTARSE SIN TOMAR EN CUENTA LOS SÁBADOS Y DOMINGOS”, si bien autoriza a flexibilizar la observancia de los requisitos de procedencia de un juicio, relativo a la oportunidad, no permite exentar u omitir su cumplimiento. [13:  Consultable en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 3, Número 6, 2010, páginas 21 y 22.] 


Aunado a que la parte actora no realizó manifestación alguna para evidenciar la existencia de condiciones extraordinarias que haya impedido a presentar su medio de impugnación de forma oportuna. 

En ese sentido, también es preciso destacar que ha sido criterio de la Sala Superior que el pertenecer a una comunidad indígena no constituye un caso de excepción para obviar el cumplimiento de las formalidades y requisitos legales en la interposición de los medios de impugnación, entre ellos el relativo a la oportunidad en la presentación de la demanda.

En efecto, al resolver el SUP-CDC-1/2019, la Sala Superior señaló que, si bien no es posible para los órganos jurisdiccionales eliminar la diferenciación que existe en la forma en que las comunidades indígenas acceden a la justicia electoral, y por ende es necesario y legítimo atenuar las diferencias existentes al reconocer este sesgo y establecer medidas que consideren la situación de desigualdad y las particularidades del contexto de cada comunidad indígena.

Lo cierto es que, ello no implica desconocer la existencia de término procesal alguno para la presentación de las demandas, pues el derecho humano de acceso a la justicia no implica el desconocimiento de los requisitos procesales para ello.

Lo que ha sido confirmado por la Suprema Corte, al considerar que si bien los artículos 1o. y 17 de la Constitución Federal, así como el diverso 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, reconocen el derecho de acceso a la justicia, tal circunstancia no tiene el alcance de soslayar los presupuestos procesales necesarios para la procedencia de las vías jurisdiccionales que las y los gobernados tengan a su alcance, pues tal proceder equivaldría a que los Tribunales dejaran de observar los demás principios constitucionales y legales que rigen su función jurisdiccional, provocando con ello un estado de incertidumbre en las personas destinatarias de esa función, pues se desconocería la forma de proceder de esos órganos, además de trastocarse las condiciones procesales de las partes en el juicio.

De igual manera al resolver el SUP-REC-1284/2017, la Sala Superior sostuvo que el derecho de acceso a la justicia reforzada de la ciudadanía que habita los pueblos y comunidades indígenas, no implica una concesión para inobservar reglas procesales, sino que se trata de una directriz constitucional, tendente a garantizar un trato compensatorio derivado de su condición especial, sin que ello pueda entenderse como la potestad o derecho para impugnar en cualquier momento los actos que estiman contraventores de sus derechos, pues también se deben hacer efectivos otros derechos y principios, como lo son la certeza y seguridad jurídica respecto de las decisiones adoptadas.

En las relatadas consideraciones, si bien a la parte actora se le debe garantizar un acceso a la justicia electoral de forma flexible y bajo una perspectiva intercultural, ello no implica que se le pueda eximir del cumplimiento los requisitos de procedencia exigidos en los medios de impugnación contemplados en la normativa electoral aplicable, principalmente el relativo a la oportunidad.

II. Respecto a la demanda del TECDMX-JLDC-180/2022, en cuanto al acto impugnado consistente en la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a) se actualiza la causal de improcedencia contenida en el artículo 49, fracción I, de la Ley Procesal, por falta de interés jurídico y legítimo de las partes actoras. 

La Sala Superior sostuvo en la jurisprudencia 7/2002, de rubro: “INTERÉS JURÍDICO DIRECTO PARA PROMOVER MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. REQUISITOS PARA SU SURTIMIENTO” que, por regla general, el interés jurídico se surte si en la demanda se aduce la infracción de algún derecho sustancial de la parte actora y, a la vez, ésta hace ver que la intervención del órgano jurisdiccional es necesaria y útil para lograr la reparación de esa vulneración.

Ahora bien, la Sala Superior, la Sala Regional y este Tribunal Electoral, en diversas sentencias[footnoteRef:14], han sostenido tres grados de afectación como variables para analizar si una persona cuenta puede acudir a reclamar el derecho que considere afectado, estos es el interés: jurídico, legítimo y simple. [14:  SUP-JDC-1064/2017 y acumulado, SUP-JDC-159/2018, SUP-JDC-198/2018 y SUP-JDC-199/2018 y acumulado, SUP-JDC-236/2018, SUP-JDC-266/2018, SCM-JDC-365/2018, SCM-JDC-387/2018, SCM-JDC-064/2020, SCM-JDC-066/2020 y TECDMX-JEL-082/2020.] 


Por regla general, el interés jurídico existe cuando en la demanda se aduce la vulneración de algún derecho de quien impugna y dicha persona argumenta que la intervención del órgano jurisdiccional es necesaria y útil para reparar esa vulneración, mediante la formulación de algún planteamiento tendente a obtener la emisión de una sentencia que revoque o modifique el acto reclamado.

Por otro lado, el interés legítimo no exige un derecho subjetivo literal y expresamente tutelado para poder ejercer una acción restitutoria de derechos, sino que, para ejercerlo, basta un vínculo entre la parte actora y un derecho humano, del cual derive una afectación a su esfera jurídica, dada una especial situación frente al orden jurídico.

Las personas que basan su pretensión en este tipo de interés se encuentran en una circunstancia de hechos que, aunque no es la establecida exactamente en la hipótesis normativa, sí tiene una especial referencia al ámbito normativo.

Este interés no se asocia a la existencia de un derecho subjetivo, pero sí a la tutela jurídica que corresponda a la especial situación frente al orden jurídico, de tal suerte que alguna norma puede establecer un interés difuso en beneficio de una colectividad o grupo al que pertenezca la persona agraviada.

Para la Suprema Corte el interés legítimo alude al interés personal, individual o colectivo, cualificado, actual, real y jurídicamente relevante, que puede traducirse en un beneficio jurídico en favor de la persona inconforme, derivado de una afectación a su esfera jurídica en sentido amplio, bien de índole económica, profesional, de salud pública, o de cualquier otra.[footnoteRef:15] [15:  Ello, tal como quedó asentado en la jurisprudencia P./J. 50/2014 (10a.), de rubro: “INTERÉS LEGÍTIMO. CONTENIDO Y ALCANCE PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS)”.
] 


Así, para probar el interés legítimo debe acreditarse que:

1. Exista una norma constitucional que establezca o tutele algún interés legítimo en beneficio de un derecho de una colectividad; 
1. El acto reclamado transgreda ese interés legítimo, por la situación que guarda la persona accionante frente al ordenamiento jurídico -ya sea de manera individual o colectiva-;
1. La persona promovente pertenezca a esa colectividad. 

También debe considerarse que los elementos constitutivos del interés legítimo son concurrentes, por tanto, basta la ausencia de alguno de ellos para que el medio de defensa intentado sea improcedente.

Finalmente, el interés simple, es la noción más amplia del concepto de interés para el acceso a la jurisdicción y se le suele identificar con las acciones populares. 

En ellas se reconoce legitimación a cualquier persona ciudadana por el mero hecho de ser integrante de una sociedad, sin necesidad de que invoque un interés jurídico. La situación jurídica de la persona sería el mero interés en la legalidad de los actos del Estado.

Se trata de un interés que puede tener cualquier persona ciudadana, cualquier votante o cualquier persona interesada en que los actos del Estado se lleven conforme a lo que dictan las normas aplicables.
	
Precisado lo anterior, este Tribunal Electoral estima que el juicio TECDMX-JLDC-180/2022 es improcedente respecto de la impugnación de la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a) porque las partes actoras no cuentan con interés jurídico o legítimo para combatir tal acto.

Lo anterior, toda vez que en la demanda respectiva, las partes actoras cuestionan, sustancialmente, que se considere a Santa Úrsula Xitla como pueblo originario, puesto que por el contrario, dicen, se trata de una colonia reconocida como unidad territorial por el Instituto Electoral. 

En ese sentido, cuestionan la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), ya que, a su consideración, es una figura inexistente en la unidad territorial y con ella se pretende supeditar a las personas habitantes de aquélla a los usos y costumbres, auto gobierno y a una autoridad electa por un pequeño sector indeterminado de la población, lo que afecta el ejercicio de los derechos de participación ciudadana propios de una colonia. 

Asimismo, las partes actoras refieren que la aludida elección debe ser anulada por las irregularidades presentadas como es que se emitió el voto con fotocopias de papeletas que fueron entregadas sin distinción a personas ajenas a la comunidad, valiéndose de la inexistencia de un padrón de habitantes de la colonia.

De igual forma, refieren que es grave que la Alcaldía haya sido participe como organizadora, lo cual se comprueba con la papelería que se utilizó en la jornada electiva, en la que se contiene el logo y eslogan de la actual administración, lo cual acreditaría que la elección no se realizó por usos y costumbres, sino que fue organizada y avalada por la Alcaldía, en contravención al artículo 16 de la Ley de Derechos de los Pueblos.  

En este contexto, como ya se señaló, el interés jurídico existe si en la demanda se hace un planteamiento sobre la infracción de un derecho sustancial de la parte actora y explica cómo la intervención del órgano jurisdiccional puede restituir a quien demanda en el goce del derecho vulnerado.

En el caso, las partes actoras cuestionan una elección que consideran ajena al régimen de la unidad territorial a la que pertenecen; ante lo cual es evidente que los vicios ocurridos durante el proceso electivo de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), no les causa perjuicio alguno en su calidad de personas habitantes de una unidad territorial, que desconocen la existencia de un pueblo originario. 

En efecto, no se advierte la existencia de un interés jurídico de las partes actoras para controvertir actos que son propios de un régimen interno de personas originarias, respecto del cual, aquéllas son insistentes en no reconocer. 

Es decir, si bien, las partes actoras —como se analizará más adelante, en el apartado correspondiente— sí cuentan con interés jurídico y legítimo para cuestionar la existencia del pueblo originario, puesto que con ello plantean la defensa de la unidad territorial de la cual son habitantes y la que aseguran no se rige por usos y costumbres, sino que desarrolla los mecanismos de participación ciudadana que prevé la Ley de Participación. 

Sin embargo, lo anterior no tiene el alcance para considerar que también tienen interés para cuestionar los vicios propios que acontecieron durante el procedimiento electivo de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), la cual rechazan y niegan su existencia.  

Esto es, dado que la elección mencionada solo fue celebrada por las personas que se auto adscriben a un pueblo originario y aceptaron el procedimiento electivo mediante sus usos y costumbres, son aquéllas quienes, en todo caso, tienen interés y pueden resultar afectadas con el resultado y los vicios que eventualmente pudieron presentarse. 

Mientras que las personas que son ajenas a dicho régimen, como las partes actoras, quienes no se auto adscriben al pueblo originario, sino que se ostentan como habitantes de una colonia, no participan en tal elección y, por ende, la validez de ese procedimiento les resulta ajeno. 

Considerar que las partes demandantes pueden cuestionar las supuestas irregularidades acontecidas en la elección implicaría una invasión al sistema normativo del pueblo originario y sus integrantes lo que tendría como consecuencia que no se garantice el respeto a su autonomía. 

Por tanto, el proceso electivo no puede generarles una afectación directa, real y personal a las partes actoras puesto que no se consideran pertenecientes a dicho poblado ni sujetas a los usos y costumbres que implementan. 

De igual forma, este Tribunal Electoral advierte que las partes actoras tampoco tienen interés legítimo para controvertir la elección referida, precisamente porque no acuden al juicio de la ciudadanía en calidad de integrantes de una comunidad que celebró la elección de su autoridad, sino, como se dijo, su demanda versa en su inconformidad y negativa a reconocer la existencia de un pueblo originario y la autoridad electa. 

Al respecto, como lo ha sostenido la Sala Superior –al resolver el recurso SUP-REC-97/2015– el interés legítimo, como reflejo del mandato constitucional de potencializar el acceso a la justicia, debe analizarse caso por caso para irse desarrollando y ponderando su conformidad con los cambiantes contextos y paradigmas jurídicos.

Así, la persona que cuenta con interés legítimo se debe encontrar en aptitud de expresar un agravio diferenciado del resto de las demás personas integrantes de la sociedad, al tratarse de un interés cualificado, actual, real y jurídicamente relevante; de tal forma que la anulación del acto reclamado produzca un beneficio o efecto positivo en su esfera jurídica, ya sea actual o futuro, pero cierto.

De manera que, aun y cuando el agravio afecte o resulte en perjuicio de alguna colectividad, deberá actualizarse una afectación a la esfera jurídica particular de quien promueva el medio de impugnación, con motivo del acto que reclama, lo que en el caso no ocurre.

Por tanto, en el presente caso, las partes actoras no acreditan un interés legítimo, puesto que no acuden al juicio de la ciudadanía como parte de la colectividad que llevó a cabo una elección —ni mucho menos en representación de aquélla—, sino que, se insiste, no se auto adscriben como personas originarias del pueblo, ya que, por el contrario, se asumen ajenos a ese régimen interno.

Por tanto, al actualizarse las causales de improcedencia contenidas en las fracciones I y IV, de la Ley Procesal, lo procedente es sobreseer respecto de los actos previamente indicados, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50, fracción III, de la mencionada ley. 

NOVENA. Procedencia de los juicios. Este Tribunal Electoral examina si, por los restantes actos impugnados, los medios de impugnación satisfacen los presupuestos procesales establecidos en la normativa, a efecto de determinar su procedencia y, en su caso, pronunciarse sobre el fondo de la cuestión planteada.

Requisitos de procedencia

[bookmark: _Hlk106135403]1. Forma. Las demandas cumplen con los requisitos establecidos en el artículo 47 de la Ley Procesal, porque se presentaron por escrito; se hace constar el nombre en cada una de ellas, el correo electrónico y domicilio para recibir notificaciones de las partes actoras; asimismo se identifican los hechos en que se basa la impugnación, los agravios que causa los actos combatidos y los preceptos legales que consideran vulnerados. 

Y si bien, las partes actoras presentaron su escrito de demanda directamente ante este Tribunal Electoral, no obstante que el artículo 47 de la Ley Procesal señala que los medios de impugnación se deben presentar ante la autoridad responsable, lo cierto y relevante es que, se dio cumplimiento con el trámite establecido en los artículos 77 y 78 del aludido ordenamiento, ya que, al recibirse las demandas en este órgano jurisdiccional, el Secretario General corrió traslado a las autoridades responsables, a efecto de que de inmediato realizaran el trámite correspondiente, lo cual fue atendido en su oportunidad.

Robustece lo anterior, por el criterio que contiene, la Jurisprudencia 11/2021, sustentada por la Sala Superior, de rubro: “MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. EL ESCRITO DE DEMANDA DEBE PRESENTARSE ANTE LA AUTORIDAD COMPETENTE PARA RESOLVERLO (LEGISLACIÓN ELECTORAL PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN)[footnoteRef:16]”, de la cual se desprende que, en principio los medios de impugnación se deben presentar ante la autoridad competente pero también resulta válido que se presenten ante las autoridades jurisdiccionales competentes para conocer las impugnaciones, precisando que deberá realizarse el trámite de ley necesario –integrar el expediente y requerir el informe circunstanciado para su posterior sustanciación–. [16:  Publicada en la Gaceta Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 14, Número 26, 2021, páginas 39 y 40.] 


2. Oportunidad. Las demandas se presentaron en forma oportuna. 

De conformidad con el artículo 42 de la Ley Procesal, todos los medios de impugnación deberán presentarse dentro de los cuatro días contados a partir del día siguiente a aquel en que la parte actora haya tenido conocimiento del acto o resolución impugnado, o se hubiese notificado de conformidad con lo dispuesto en la norma aplicable.

Asimismo, en términos del numeral 41 del citado ordenamiento, durante los procesos electorales y de participación ciudadana todos los días y horas son hábiles, pero los asuntos generados durante dichos procesos que no guarden relación con éstos, o durante el tiempo que transcurra entre ellos, no se sujetarán a dicha regla.

En el presente caso, las partes actoras cuestionan, en lo medular, la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), celebrada el tres de julio del presente año, fecha en la cual señalaron haber tenido conocimiento del resultado de dicho proceso electivo. 

De tal modo que, el plazo para controvertir el referido acto transcurrió del lunes cuatro al jueves siete de julio de dos mil veintidós.

Luego, dado que las demandas fueron presentadas en la Oficialía de Partes de este Tribunal Electoral el cinco (TECDMX-JLDC-076/2022) y siete (TECDMX-JLDC-180/2022) de julio de dos mil veintidós, es evidente que se hicieron valer en forma oportuna. 

3. Legitimación. Consiste en la situación en que se encuentra una persona con respecto a determinado acto o situación jurídica para efecto de poder proceder legalmente, es decir, es la facultad de poder actuar como parte en el proceso. Concepto establecido en la tesis IV.2o.T.69 L de los Tribunales Colegiados de Circuito, de rubro: “PERSONALIDAD, PERSONERÍA, LEGITIMACIÓN E INTERÉS JURÍDICO, DISTINCIÓN.”[footnoteRef:17] [17:  Consultable en la página de internet: https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/183461 ] 


El presente juicio es promovido por parte legítima, de conformidad con lo previsto por el artículo 46, fracción II, de la Ley Procesal, puesto que las partes actoras son personas ciudadanas, que comparecen por propio derecho, ostentándose, en el caso del TECDMX-JLDC-076/2022, como candidato al cargo de Autoridad Tradicional Subdelegado y en el TECDMX-JLDC-180/2022, como habitantes de la Colonia Santa Úrsula Xitla.   

4. Interés jurídico. Se surte si en la demanda se aduce la infracción de algún derecho sustancial de la parte actora y, a la vez, ésta hace ver que la intervención del órgano jurisdiccional es necesaria y útil para lograr la reparación de esa conculcación. Lo anterior a partir de la jurisprudencia 7/2002 de rubro: “INTERÉS JURÍDICO DIRECTO PARA PROMOVER MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. REQUISITOS PARA SU SURTIMIENTO”.[footnoteRef:18] [18:  Consultable en la página de internet: https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=7/2002&tpoBusqueda=S&sWord=INTER%c3%89S,JUR%c3%8dDICO,DIRECTO,PARA,PROMOVER,MEDIOS,DE,IMPUGNACI%c3%93N.,REQUISITOS,PARA,SU,SURTIMIENTO ] 


En el caso, las partes actoras cuentan con interés jurídico para promover los presentes medios de impugnación pues en las demandas de los presentes juicios de la ciudadanía hacen valer violaciones a sus derechos político-electorales. 

En el caso del TECDMX-JLDC-076/2022, la parte actora, como candidato a Autoridad Tradicional Subdelegado (a), aduce una serie de actos y omisiones irregulares que afectan la validez de los resultados de dicho proceso, las cuales podrían vulnerar el ejercicio pleno de los derechos políticos y de representación de la parte promovente, como aspirante a un cargo como autoridad tradicional de un pueblo originario.

Y en el caso del TECDMX-JLDC-180/2022, las partes actoras, como habitantes de Santa Úrsula Xitla, hacen valer la ilegalidad de la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a) porque, según su dicho, la comunidad en cuestión no constituye un pueblo originario, por lo cual la elección de cuenta implica una violación a sus derechos humanos y político electorales, así como su derecho a ejercer los mecanismos e instrumentos de participación ciudadana, bajo las reglas que rigen a las unidades territoriales y no a los pueblos originarios; por ende, refieren que su pretensión es que se anule dicha elección.

Cuestiones por las que, además, cuentan con interés legítimo para instar el presente juicio de la ciudadanía, puesto que acuden en su calidad de habitantes de Santa Úrsula Xitla, haciendo valer la defensa del interés de toda la comunidad, como colonia reconocida como unidad territorial por el Instituto Electoral —según su dicho— que se rige por las disposiciones de la Ley de Participación.

Lo anterior, en atención a lo previsto en el artículo 1º constitucional -esto es, al principio pro persona— toda que la aplicación normativa debe colocar a las personas en aptitud de gozar y ejercer efectivamente sus derechos.

Por ende, como se dijo, las partes demandantes cuentan con interés jurídico, así como legítimo —en el caso del TECDMX-JLDC-180/2022—, pues en caso de asistirles razón, el presente juicio constituye la vía para restituirles en el derecho que estiman violado; ello, con independencia de que, en el estudio de fondo sus planteamientos sean ineficaces o infundados.

5. Definitividad. Este requisito se tiene por cumplido dado que, como se indicó al analizar la procedencia de la demanda en salto de la instancia, no hay otro medio de impugnación –como tal– que las partes actoras debieran agotar antes de acudir ante este Tribunal Electoral.

6. Reparabilidad. El acto impugnado no se ha consumado de manera irreparable, tomando en consideración que el mismo es susceptible de ser revocado, modificado o anulado por este Tribunal Electoral y, en consecuencia, es posible restaurar el orden jurídico que se estima transgredido.

DÉCIMA. Ampliación de demanda. Mediante escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal Electoral el veinte de julio de dos mil veintidós, la parte actora del juicio TECDMX-076/2022 formuló ampliación a la demanda, en la cual refiere que la persona suplente de la planilla 1 de candidatas a Autoridad Tradicional Subdelegado (a) incumplió con los requisitos establecidos en la convocatoria a la elección y su reglamento. 

Es importante destacar que el derecho de acción en un medio de impugnación se agota cuando la parte enjuiciante acude al Tribunal competente, para exigir la satisfacción de una pretensión, de manera que cuando se presenta el escrito de demanda de un medio de impugnación en materia electoral, este acto ocasiona el agotamiento de la facultad relativa, así como la clausura definitiva de la etapa procesal prevista legalmente para tal fin.

Ahora bien, la Sala Superior ha establecido que existen supuestos de excepción en los que se permite a las partes promoventes formular ampliación de la demanda, tratándose de hechos nuevos íntimamente relacionados con la pretensión deducida o desconocidos por la parte accionante al presentar el escrito inicial, para con ello privilegiar el acceso a la jurisdicción, pero dicha presentación debe ocurrir sujeta a las reglas relativas al medio de impugnación atinente.

Por ende, no debe constituir una segunda oportunidad de impugnación respecto de hechos ya controvertidos, ni cuando se obstaculice o impida resolver dentro de los plazos legalmente establecidos.

Lo anterior, acorde con las jurisprudencias 13/2019, de rubro[footnoteRef:19]: “AMPLIACIÓN DE DEMANDA. PROCEDE DENTRO DE IGUAL PLAZO AL PREVISTO PARA IMPUGNAR (LEGISLACIÓN FEDERAL Y SIMILARES)” y 18/2008, con rubro: “AMPLIACIÓN DE DEMANDA. ES ADMISIBLE CUANDO SE SUSTENTA EN HECHOS SUPERVENIENTES O DESCONOCIDOS PREVIAMENTE POR EL ACTOR”. [footnoteRef:20] [19:  Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 3, Número 5, 2010, páginas 12 y 13.]  [20:  Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 2, Número 3, 2009, páginas 12 y 13.] 


Acorde con lo anterior, no es procedente el escrito de ampliación de demanda presentado por la parte actora del juicio de la ciudadanía TECDMX-JLDC-076/2022, dado que en él sólo abunda en una parte de los hechos que controvierte en la demanda presentada el cinco de julio del presente año. 

En efecto, desde el escrito inicial, presentado el cinco de julio de dos mil veintidós, la parte demandante hizo referencia la supuesta infracción a la Convocatoria y el Reglamento en el proceso de selección al cargo de Autoridad Tradicional Subdelegado (a), por parte de la suplente de la planilla 1, al ostentar un cargo remunerado en la administración pública de la alcaldía. 

Luego, el veinte de julio del citado año, la parte actora presentó en la Oficialía de Partes de este órgano jurisdiccional, escrito a través del cual pretende ampliar los argumentos señalados en la demanda, ya que nuevamente se refiere a la suplente de la planilla 1, por presuntamente tener un cargo remunerado en la alcaldía. 

En ese sentido, este Tribunal Electoral estima que el escrito presentado por la parte demandante incumple con los requisitos aludidos para tenerlo como ampliación de su demanda, toda vez que no se trata de hechos nuevos surgidos con posterioridad a la presentación de la demanda inicial, ni desconocidos, sino que pretende reiterar que el proceso de elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), vulneró sus derechos político-electorales de constitucionalidad, convencionalidad y legalidad, al no respetar y aplicar la Convocatoria y el Reglamento.

De manera que si la parte actora presentó el escrito de ampliación, fuera del plazo para la promoción del medio de impugnación, únicamente para insistir y abundar en uno de los hechos denunciados en la demanda, resulta improcedente el análisis del escrito de ampliación, ya que implica el ejercicio de una facultad ya consumada, así como el indebido retorno a etapas procesales concluidas definitivamente.

UNDÉCIMA. Pretensión, agravios y litis a resolver. Este Tribunal Electoral, en ejercicio de las facultades previstas en los artículos 89 y 90 de la Ley Procesal, procede a identificar y analizar los agravios que hacen valer las partes actoras, para lo cual, en su caso, se suplirá la deficiencia en su expresión, de manera que se analizará íntegramente la demanda a fin de desprender el perjuicio que, en su concepto, les ocasionan los actos impugnados. 

Lo anterior, además porque la Sala Superior ha establecido que en los juicios promovidos por personas indígenas, la autoridad electoral no sólo debe suplir la deficiencia de los motivos de agravio, sino también su ausencia total.

Lo anterior tiene sustento en la jurisprudencia 13/2008, de rubro “COMUNIDADES INDÍGENAS. SUPLENCIA DE LA QUEJA EN LOS JUICIOS ELECTORALES PROMOVIDOS POR SUS INTEGRANTES”.

Del análisis de las demandas se desprenden los siguientes elementos: 

[bookmark: _Hlk106135689]1. Pretensión

La pretensión de la parte demandante en el expediente TECDMX-JLDC-076/2022 es que se declare la invalidez de la elección de la Autoridad Tradicional porque, en su concepto, acontecieron diversas irregularidades que vician su resultado; mientras que en el expediente TECDMX-JLDC-180/2022 las partes actoras pretenden la invalidez definitiva de la aludida elección, ya que, a su consideración, Santa Úrsula Xitla, Tlalpan, no constituye un pueblo originario, sino una colonia reconocida como unidad territorial por el Instituto Electoral, por lo que se rige por las instituciones previstas en la Ley de Participación. 

2. Agravios

En atención al principio de economía procesal y dado que no hay obligación legal de transcribir los agravios, este Tribunal Electoral procede a enunciar los motivos de inconformidad de las partes actoras. 

Expediente TECDMX-JLDC-076/2022

· [bookmark: _Hlk108137903][bookmark: _Hlk119540074][bookmark: _Hlk108141184]La Junta Cívica Electoral no verificó todos los puntos establecidos en la convocatoria, actuando en contravención al artículo 14 de la aludida Ley de Derechos de los Pueblos y 3 del Reglamento para la elección, porque las personas suplentes deben cumplir todos los requisitos y en el caso de la Planilla 1, encabezada por Paulina Raquel Garibay Pérez, tuvo como suplente a Mariana Guadarrama Martínez, quien ostenta un cargo remunerado como Facilitadora Beneficiaria de Servicios del Programa Social “Caldo Tlalpeño, inclusión social”, en los Centros de Desarrollo Comunitario Integral.  

· Que la candidata Paulina Raquel Garibay Pérez publicó en la página de Facebook Vecinos del Pueblo de Santa Úrsula Xitla y en la aplicación de WhatsApp, en el grupo Chicas de Ventas, antes y durante el proceso electoral, actos de precampaña y campaña anticipada.

· Refiere que “el 03 de julio de 2022, pide a los vecinos del Pueblo de Santa Úrsula Xitla darle el voto a la vecina Paulina Garibay Pérez de la Planilla 1, que ella es cliente del abasto y siempre ha apoyado, haciendo mención que la casilla se ubica en las canchas del Pueblo en un horario de 9:00 a 5:00, agradeciendo mucho la ayuda y enviando bendiciones”.  

· Que la candidata de la planilla 1 cometió faltas e infracciones a las disposiciones electorales por actos anticipados de precampaña y campaña, por lo que solicita el inicio de alguno de los procedimientos sancionadores.

· Que en términos del artículo 7 de la Ley Procesal Electoral son sujetos de responsabilidad por infracciones cometidas a las disposiciones electorales, las observadoras y observadores electorales, así como las funcionarias y funcionarios electorales. 

· Aduce que María Azucena Velázquez Montesinos, quien fungió como escrutadora, le manifestó bajo protesta de decir verdad que se percató de varias incidencias, consistentes en que: 1) se sintió intimidada y le provocó un daño psicoemocional, el hecho relativo a que tenía “casi encima” a las personas integrantes de la Junta Cívica Electoral; 2) agresiones verbales de la Presidenta de la Junta Cívica Electoral; 3) Hubo un relevo aproximadamente a las diez horas entre la escrutadora de la planilla 1 y la observadora, por lo que existió ausencia por una hora de dicha escrutadora, 4) llegó un vecino a emitir su voto pero la Presidenta de la Junta Cívica Electoral le negó el derecho al voto porque supuestamente encontrarse en estado inconveniente, pero aquélla no es perita o experta para determinar el estado de salud de las personas. 

Expediente TECDMX-JLDC-180/2022

· Es ilegal la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a) porque deriva de un proceso previamente impugnado por haberse emitido al margen de la ley, en el que se transgredieron los derechos político electorales y humanos de las personas habitantes de la colonia, al pretender constituir una figura inexistente y que carece de legitimación, puesto que no existen autoridades tradicionales en la unidad territorial al no tener el carácter de pueblo originario, pues históricamente Santa Úrsula Xitla es considerada una colonia, incluso de los antecedentes contenidos en el Decreto que contiene el programa delegacional de desarrollo urbano para la Delegación Tlalpan del Distrito federal, publicado el treinta de agosto de dos mil diez en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, se trata de una colonia formada a partir de la segunda mitad del siglo veinte. 

· No se cumple con lo dispuesto en el artículo 58, numeral 2, inciso a, de la Constitución local relativo a que los pueblos y barrios originarios son aquellos que descienden de poblaciones asentadas en el territorio actual de la Ciudad de México desde antes de la colonización y el establecimiento de las fronteras actuales. 

· Actualmente, el Mapa Geográfico de Participación Ciudadana 2019, aprobado por el Consejo General del Instituto Electoral de la Ciudad de México el dieciséis de noviembre de dos mil diecinueve, refiere cuarenta y ocho pueblos originarios, entre los cuales no se incluye a Santa Úrsula Xitla, pues está considerada como la unidad territorial con clave 12-161.

· Si bien las personas que se autoadscriben como originarias de un pueblo y por tal motivo pretenden constituir una figura de autoridad tradicional pueden acogerse al criterio del TEPJF con rubro: “COMUNIDADES INDÍGENAS. LA AUTOADSCRIPCIÓN DE SUS INTEGRANTES NO IMPLICA NECESARIAMENTE ACOGER SU PRETENSIÓN” relativo a que basta su palabra para gozar de los derechos por pertenecer a ese grupo, ese criterio también puntualiza que ello no implica que el órgano de justicia debe considerar de forma favorable su pretensión pues se deben considerar los contextos fácticos y normativos, así como las pruebas.  

· El medio de impugnación no tiene objeto que se reponga la elección, sino que se anule porque la voluntad de unas cuantas personas para cambiar la calidad de la colonia para regirse por usos y costumbres que son inexistentes provocaría una violación a sus derechos humanos y político-electorales, así como el derecho a ejercer los mecanismos e instrumentos de participación ciudadana. 

3. Litis

La litis se centra en resolver: 

· Si Santa Úrsula Xitla es un pueblo originario que puede elegir a sus autoridades tradicionales o se trata de una colonia reconocida como unidad territorial por el Instituto Electoral, por lo que le son aplicables las instituciones previstas en la Ley de Participación; y

· Para el caso de que se considere que la comunidad es un pueblo originario, procederá determinar si se acreditan o no las diversas irregularidades que la parte actora del TECDMX-JLDC-076/2022 hace valer tendentes a fin de que se declare la invalidez de la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a). 

DUODÉCIMA. Estudio de fondo. El análisis de los agravios se hará de forma temática, atendiendo a su contenido, sin que ello genere afectación alguna a las partes demandantes, pues lo trascendente es que los agravios sean estudiados en su totalidad. 

Al respecto, es aplicable la jurisprudencia 4/2000, de la Sala Superior, de rubro: “AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN”[footnoteRef:21]. [21:  Consultable en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 4, Año 2001, páginas 5 y 6.] 


I. [bookmark: _Hlk119500890]¿Santa Úrsula Xitla es un pueblo originario que puede elegir a sus autoridades tradicionales o constituye una colonia reconocida como unidad territorial por el Instituto Electoral?

Las partes actoras del expediente TECDMX-JLDC-180/2022 sostienen que la elección de Subdelegado (a) carece de legitimidad porque Santa Úrsula Xitla no tiene el carácter de pueblo originario, pues históricamente es considerada una colonia o unidad territorial y, por ende, son aplicables los mecanismos que prevé la Ley de Participación. 

Los argumentos de las partes demandantes son infundados, porque: 

1) Santa Úrsula Xitla fue reconocida como un pueblo originario en dos mil diecisiete, por el entonces Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal, ahora Ciudad de México[footnoteRef:22].  [22:  El siete de marzo de dos mil siete, se creó el órgano de coordinación de la Administración Pública Distrito Federal y participación ciudadana denominado, Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal; enfocado al fomento, preservación y difusión de su cultura originaria y tradicional; siendo que el treinta y uno de diciembre de dos mil dieciocho, la Jefa de Gobierno de la Ciudad de México emitió el “ACUERDO POR EL QUE DEJA SIN EFECTOS EL DIVERSO POR EL QUE SE CREA EL CONSEJO DE LOS PUEBLOS Y BARRIOS ORIGINARIOS DEL DISTRITO FEDERAL”, publicado en la Gaceta Oficial de dos de enero de dos mil diecinueve; en cuyo artículo cuarto transitorio se estableció lo siguiente:
“CUARTO.- A la entrada en función de la Secretaria de Pueblos y Barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes, ésta tendrá a su cargo la revisión y despacho de los asuntos pendientes del Consejo de Pueblos y Barrios Originarios de la Ciudad de México, el cual deberá hacer entrega de toda la documentación e información generada con motivo de las actividades desarrolladas en ejercicio de sus atribuciones.” ] 

2) Acorde con la calidad de pueblo originario, Santa Úrsula Xitla ha celebrado elecciones de autoridades tradicionales, como es precisamente la de Subdelegado (a), en dos mil dieciocho, lo cual llevó a que, en su momento, este Tribunal Electoral reconociera a la autoridad electa.
3) En atención a la prohibición de no regresión que prevé el artículo 1 de la Constitución Federal, debe respetarse el derecho de Santa Úrsula Xitla de nombrar a sus autoridades tradicionales.
4) En todo caso, es facultad de la SEPI analizar y determinar si procede el reconocimiento definitivo de Santa Úrsula Xitla como pueblo originario, acorde con el actual marco legal.

Dichas premisas se explican enseguida. 

0. Marco normativo sobre el derecho de autodeterminación y autogobierno 

El artículo 2 de la Constitución Federal tiene como eje central: a) La eliminación de cualquier forma de discriminación ejercida en contra de una persona; b) La autonomía de los pueblos indígenas; y c) Las obligaciones de las autoridades respecto a los indígenas y el reconocimiento a la igualdad entre el hombre y la mujer.

Conforme a tal disposición, el Estado Mexicano está obligado a adoptar medidas especiales para garantizar el goce efectivo de los derechos humanos a los pueblos indígenas, sin restricciones, respetando su identidad social y cultural, sus costumbres, tradiciones e instituciones.

A su vez, se debe garantizar que las personas integrantes de estas comunidades cuenten con la protección necesaria y los medios para el acceso pleno a: 

· El reconocimiento y garantía al derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para, entre otros puntos, aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales de la Constitución federal, respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres.

· Que elijan de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno.

Con ello se consolidan las bases constitucionales para el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas, ampliándose su ámbito de protección en lo social, económico y cultural, garantizándose además de la reglamentación de su organización interna, el efectivo acceso a la jurisdicción.

Además, el artículo 2 de la Constitución Federal implica el reconocimiento del pluralismo jurídico, es decir, la existencia de sistemas jurídicos distintos al legislado formalmente, por lo que los mecanismos indígenas de producción del derecho se incorporan a las fuentes del derecho del Estado mexicano.

Lo anterior resulta fundamental al momento de juzgar con una perspectiva intercultural, pues la comprensión del derecho indígena implica el reconocimiento de sistemas jurídicos diversos, con instituciones que le son propias, con el fin de evitar la imposición de instituciones creadas bajo la lógica del sistema legislado formalmente.

El artículo 2 de la Constitución también reconoce que las comunidades y personas con conciencia indígena tienen el derecho de autodeterminación, esto es, decidir libremente su condición política y disponer libremente su desarrollo económico, social y cultural. 

[bookmark: _ftnref20]Ello se traduce en que pueden decidir sus formas internas de convivencia y organización, la aplicación de sistemas normativos propios, así como la elección mediante procedimientos y prácticas electorales de las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno.
 
Al respecto, es aplicable el criterio emitido por la Sala Superior en la jurisprudencia 20/2014, de rubro “COMUNIDADES INDÍGENAS. NORMAS QUE INTEGRAN SU SISTEMA JURÍDICO”.

Del derecho a la libre determinación, expresado como autonomía, se derivan otros derechos fundamentales, entre los que destacan el derecho a definir sus propias formas de organización social, tales como el de elegir a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, siguiendo para ello sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, mismas que son parte del sistema jurídico nacional y por ello deben analizarse de manera integral y con perspectiva intercultural.

De tal suerte, la implementación eficaz de los derechos de los pueblos indígenas exige el reconocimiento y la aceptación de sus costumbres, en especial en lo que respecta a la determinación de sus formas de organización y en la determinación de sus autoridades.

Concluyendo que, en los pueblos originarios la Asamblea se constituye como la máxima autoridad y es conformada mediante la reunión de las personas nativas con la finalidad de informar, deliberar y tomar acuerdos para dar solución a diversos problemas e implementar acciones que conciernen a toda la población. 

Sobre ese particular, la Sala Superior ha sostenido que el derecho de autogobierno de los pueblos y comunidades indígenas implica una de las manifestaciones concretas de autonomía más importantes, pues consiste en el reconocimiento, desarrollo y protección de su derecho a elegir a sus propias autoridades o representantes mediante la utilización de sus normas consuetudinarias.

Así las cosas, el autogobierno es la dimensión política del derecho a la libre determinación de los pueblos indígenas e implica el establecimiento de un gobierno propio, cuyas autoridades son escogidas entre los propios miembros, mismo que engloba principalmente:

1) El reconocimiento, mantenimiento y/o defensa de la autonomía de los pueblos indígenas para elegir a sus autoridades o representantes acorde con sus usos y costumbres;

2) El ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, siguiendo para ello sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a efecto de conservar y reforzar sus instituciones políticas y sociales;

3) La participación plena en la vida política del Estado, y

4) La participación efectiva en todas las decisiones que les afecten y que son tomadas por las instituciones estatales, como pueden ser las consultas previas con los pueblos indígenas en relación con cualquier decisión que pueda afectar a sus intereses.

[bookmark: _ftnref21]El autogobierno de las comunidades indígenas constituye una prerrogativa fundamental, indisponible para las autoridades y, por tanto, los órganos jurisdiccionales están obligados su respeto efectivo a través del sistema de medios de impugnación en materia electoral.

Al respecto, es aplicable la jurisprudencia 19/2014, de la Sala Superior, de rubro “COMUNIDADES INDÍGENAS. ELEMENTOS QUE COMPONEN EL DERECHO DE AUTOGOBIERNO”. 

a. Caso concreto

Los agravios de las partes actoras del juicio de la ciudadanía TECDMX-JLDC-180/2022 son infundados, dado que desde dos mil diecisiete, Santa Úrsula Xitla fue reconocido como pueblo originario por el entonces Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal, por lo cual este Tribunal Electoral, a su vez, reconoció la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a) celebrada en dos mil dieciocho, y, por ende, en atención a la prohibición de no regresión prevista en el artículo 1º de la Constitución Federal, debe respetarse el derecho de dicha comunidad a elegir a sus autoridades tradicionales. 

1)	Santa Úrsula Xitla previamente ha celebrado elecciones de autoridades tradicionales, específicamente de Subdelegado (a), la cual fue reconocida por este Tribunal Electoral

En efecto, constituye un hecho notorio para este Tribunal Electoral, que se invoca en términos del artículo 52 de la Ley Procesal, y la jurisprudencia P./J. 16/2018 (10a.) de la Suprema Corte, de rubro: “HECHOS NOTORIOS. TIENEN ESE CARÁCTER LAS VERSIONES ELECTRÓNICAS DE LAS SENTENCIAS ALMACENADAS Y CAPTURADAS EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE)”[footnoteRef:23], que en dos mil dieciocho se llevó a cabo el proceso electivo de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), acorde con los siguientes hechos:  [23: https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3e1fdfdf8fcfd&Apendice=1fffdfffcfcff&Expresion=hecho%2520notorio&Dominio=Rubro,Texto&TA_TJ=2&Orden=1&Clase=DetalleTesisBL&NumTE=512&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-100&Index=0&InstanciasSeleccionadas=6,1,2,3,4,5,50,7&ID=2017123&Hit=5&IDs=2017737,2017648,2017539,2017420,2017123,2017309,2017005,2016820,2017009,2016459,2016512,2016181,2016184,2015937,2015583,2015584,2015585,2015587,2015612,2015569&tipoTesis=&Semanario=0&tabla=&Referencia=&Tema=  ] 

 
· Elección de la Junta Cívica. El diecinueve de enero de dos mil dieciocho las personas Representantes del Pueblo de Santa Úrsula Xitla ante el Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal y el Coordinador de los Pueblos de Tlalpan, emitieron la convocatoria a Asamblea Pública, la cual se celebró el veintisiete de enero siguiente, en la que se eligió a la Junta Cívica. 

· Convocatoria. El veintiocho de febrero de dos mil dieciocho, la entonces Junta Cívica Electoral dio a conocer la Convocatoria para participar en el proceso de elección de Subdelegado (a).

· Registro de aspirantes. El cinco y seis de marzo del siguiente año, se llevó a cabo el registro de aspirantes para el proceso de elección antes citado.

· Elección. El dieciocho de marzo del citado año, se celebró la elección y calificación del respectivo proceso, con la participación de personas observadoras designados por la Comisión de Derechos Humanos del entonces Distrito Federal, el otrora Instituto Electoral del Distrito Federal y Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal. Resultó ganador Pedro Correa Espinosa. 

· Etapa impugnativa. El diecinueve y veinte de marzo siguiente, la Junta Cívica instaló la mesa de recepción de impugnaciones, sin recibir alguna.

· Constancia de mayoría. El veintisiete de marzo de dos mil dieciocho se entregó la constancia de mayoría al candidato ganador, Pedro Correa Espinosa. 

2)	Lo anterior llevó a que, en su momento, este Tribunal Electoral reconociera a Santa Úrsula Xitla como pueblo originario.

En efecto, con motivo de la sustanciación y resolución del juicio de la ciudadanía TECDMX-JLDC-101/2018, este órgano jurisdiccional tuvo noticia de la elección de la autoridad tradicional y, al respecto, en sentencia definitiva, tuvo por acreditado que el poblado de Santa Úrsula Xitla fue reconocido, por la autoridad competente, como pueblo originario. 

El citado medio impugnativo se sustenta en lo siguiente: 

· El Subdelegado de Santa Úrsula Xitla, electo el dieciocho de marzo de dos mil dieciocho, por escrito de doce de mayo siguiente, solicitó a la otrora Jefatura Delegacional de Tlalpan que se reconocieran los resultados del proceso electivo respectivo, así como que fuera integrado a la estructura delegacional, asignándole sueldo o dietas, equipo de trabajo e instalaciones. 

· Al no recibir respuesta a ese escrito, el citado Subdelegado promovió juicio de la ciudadanía ante este Tribunal Electoral (expediente TECDMX-JLDC-092/2018) por lo que en sentencia de veintiocho de junio de dos mil dieciocho el Pleno ordenó a la Jefa Delegacional que emitiera la respuesta que en derecho procediera al escrito de petición citado.

· Ante lo anterior, el dos de julio, el Apoderado General de la Delegación Tlalpan dio respuesta mediante el oficio DT/DGJG/DJ/1380/2018 en el sentido de declarar improcedente lo solicitado al considerar que Santa Úrsula Xitla no estaba contemplado entre los pueblos originarios, mientras que la otrora Delegación no era competente para reconocer a una autoridad tradicional. 

· Inconforme con esa respuesta, el entonces Subdelegado promovió nuevo juicio de la ciudadanía (TECDMX-JLDC-101/2018), el cual fue resuelto el dos de octubre de dos mil dieciocho.

Sentencia en la cual, en lo que interesa para la resolución del presente asunto, el Pleno de este Tribunal Electoral determinó: 

· Que la autoridad responsable resolvió una cuestión diversa a la que el actor le solicitó, pues no se trató de una petición para que la autoridad delegacional reconociera o declarara a Santa Úrsula Xitla como pueblo originario, sino del reconocimiento de los resultados de la elección de Subdelegado.
· Que fue ilegal el pronunciamiento de la autoridad responsable de confundir y/o equiparar la figura del Subdelegado con la de Comité Ciudadano, pues ambas autoridades eran de naturaleza distinta y funciones diferentes, por lo que no se excluían entre sí.
· Que el reconocimiento de Santa Úrsula Xitla como pueblo originario no era un hecho controvertido porque la Jefatura de Unidad Departamental de Atlas y Padrón de Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal de la Dirección Ejecutiva de Seguimiento al Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios, dependiente de la Secretaría de Gobierno del entonces Distrito Federal, creó el “Programa de Identificación y Visibilización de los Pueblos y Barrios Originarios de la CDMX”[footnoteRef:24], publicado como anexo de las Reglas de Operación del Programa General de Preservación y Desarrollo de las Culturas y Tradiciones de los Pueblos y Barrios Originarios de la Ciudad de México en la Gaceta Oficial de diecisiete de abril de dos mil diecisiete. [24:  Consultable en https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/index.php/gaceta.] 

· Que el Padrón de Pueblos y Barrios Originarios de la Ciudad de México fue aprobado por el Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal el cual contaba con los requisitos establecidos en la metodología del citado Programa de Identificación y Visibilización[footnoteRef:25].  [25:  En la sentencia se hizo alusión a que, en el escrito signado por el Subdirector de la Dirección Ejecutiva de Seguimiento al Consejo de los Pueblos, presentado ante este Tribunal Electoral el veintitrés de julio de dos mil dieciocho, informó que realizar ese reconocimiento e inclusión en el Padrón, existían dos formas de realizarse:
“1. La Jefatura de Unidad Departamental de Atlas y Padrón de Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal de la Dirección Ejecutiva de Seguimiento al Consejo de los Pueblos en la Secretaría de Gobierno con base en sus funciones realiza de forma permanente el análisis del Padrón para proponer los cambios necesarios o la inclusión de alguna comunidad.
Se fundamenta cualquier cambio o integración con base en la metodología establecida y se aprueba por la/el Titular de la Dirección Ejecutiva de Seguimiento al Consejo de los Pueblos.
Tal documento se lleva al Pleno del Consejo quien lo aprueba o rechaza; en caso de rechazo se descarta el cambio o integración; en caso de aprobación, se modifica el Padrón.
Con lo anterior, es suficiente para que la comunidad ejerza los derechos colectivos que les corresponden y se publica lo más pronto posible en la Gaceta Oficial.
2. Cualquier persona o grupo de personas solicita por escrito libre o mediante las Reglas de Operación, a la Dirección Ejecutiva, que su comunidad sea incluida en el Padrón.
La Jefatura de Unidad Departamental de Atlas y Padrón de Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal de la Dirección Ejecutiva de Seguimiento al Consejo de los Pueblos en la Secretaría de Gobierno con base en sus funciones, realiza el análisis de la propuesta con base en la metodología establecida.
Si no cuenta con los elementos de dicha metodología, se rechaza la integración y se informa por escrito al o los solicitantes; en caso de que el análisis sea positivo se presenta para su aprobación a la/el Titular de la Dirección Ejecutiva de Seguimiento al Consejo de los Pueblos. Este documento se lleva al Pleno del Consejo quien lo aprueba o rechaza, en caso de rechazo se descarta el cambio o integración; en caso de aprobación, se modifica el Padrón.
Con lo anterior, es suficiente para que la comunidad ejerza los derechos colectivos que le corresponden y se publica lo más pronto posible en la Gaceta Oficial2.] 

· Que el Pueblo Originario de Santa Úrsula Xitla cumplía con las características metodológicas y estaba reconocido plenamente por el Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal e incluido en el Padrón correspondiente publicado el diecisiete de abril de dos mil diecisiete en la Gaceta Oficial.
· Que los Pueblos Originarios de la Ciudad de México, incluido el de Santa Úrsula Xitla, son sujetos colectivos de derecho público con personalidad jurídica y patrimonio propio, tal como se establece en el Artículo 59, Fracción A, Inciso 3 de la Constitución Local.
· Que además, acorde con la sentencia del amparo en revisión R.A. 69/2017[footnoteRef:26], la existencia del Pueblo Originario de Santa Úrsula Xitla no era objeto de prueba y se acreditaba con diversas publicaciones en la Gaceta Oficial, incluyendo la relativa al diecisiete de abril de dos mil diecisiete. [26:  Emitida por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.] 

· Por tanto, se concluía que el Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal, órgano de gobierno competente, reconoció a Santa Úrsula Xitla como Pueblo Originario de la Ciudad de México; lo que se hizo del conocimiento del público en general a través de su publicación en el medio de difusión oficial de la Ciudad de México, a partir del diecisiete de abril de dos mil diecisiete.
· Por tanto, la autoridad responsable, al negar la petición del actor relativa a su reconocimiento como Subdelegado del Pueblo Originario de Santa Úrsula Xitla, indebidamente vulneró su derecho a ser elegido, máxime cuando la designación fue producto de un proceso electivo en ejercicio de la libre autodeterminación del Pueblo Originario.
· Además, la autoridad responsable debió reconocer el derecho a la libre determinación de los pueblos, buscando su máxima protección y permanencia, sobre todo porque el procedimiento electivo del Subdelegado en el que se siguieron las etapas atinentes, fue realizado a raíz del reconocimiento otorgado a Santa Úrsula Xitla como Pueblo Originario; máxime cuando no fue impugnado.

De manera que este Tribunal Electoral tuvo noticia de la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a) realizada en dos mil dieciocho, por lo cual concluyó que el Pueblo Originario de Santa Úrsula Xitla aparece en el Padrón de Pueblos y Barrios Originarios, creado por el Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del entonces Distrito Federal y, además, dicho pueblo se encuentra reconocido con la referida calidad, en la Gaceta Oficial de diecisiete de abril de dos mil diecisiete y fue contemplado en el Desarrollo de las Culturas Tradicionales de los Pueblos y Barrios Originarios de la Ciudad de México.

La sentencia aludida, de dos de octubre de dos mil dieciocho, no fue impugnada, por lo cual adquirió definitividad y firmeza y, por ende, constituye cosa juzgada lo decidido en ella. 

El que una decisión judicial adquiera la calidad de cosa juzgada por su definitividad y firmeza tiene sustento en el derecho humano de acceso a la justicia y en las garantías constitucionales de certeza y seguridad jurídica, en términos de los artículos 14, párrafo segundo, y 17, párrafos segundo y tercero, de la Constitución Federal. De esta manera se genera estabilidad y previsibilidad respecto a los derechos, las obligaciones o, en general, las situaciones jurídicas definidas por un mandato judicial. Además, el respeto de las consecuencias establecidas por una decisión adoptada por una autoridad judicial que se estimó competente para valorar una controversia es uno de los pilares del Estado de Derecho

Lo anterior, acorde con la jurisprudencia P./J. 85/2008, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte, de rubro[footnoteRef:27]: “COSA JUZGADA. EL SUSTENTO CONSTITUCIONAL DE ESA INSTITUCIÓN JURÍDICA PROCESAL SE ENCUENTRA EN LOS ARTÍCULOS 14, SEGUNDO PÁRRAFO Y 17, TERCER PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”.  [27:  Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXVIII, septiembre de 2008, pág. 589, número de registro 168959.] 


Acorde con lo anterior, este Tribunal Electoral considera que válidamente el poblado de Santa Úrsula Xitla celebró la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), puesto que cuenta con el reconocimiento que, en su momento, llevó a cabo la autoridad competente para tal efecto. 

Además, no consta en autos del presente expediente determinación alguna en sentido en contrario, es decir, que deje sin efectos jurídicos o que declare la ilegalidad de tal reconocimiento.

Aunado a que ya se había celebrado en dos mil dieciocho la elección de Autoridad Tradicional Subdelegado (a); ante lo cual se estima que el pueblo originario actuó en ejercicio de su derecho de libre determinación y llevó a cabo la renovación de su autoridad representativa. 

Por tanto, no existen elementos para suponer que haya sido voluntad de la comunidad del Pueblo de Santa Úrsula, que eligió a dicha autoridad tradicional, modificar el régimen interno que respaldó esa elección y someterse a la normativa que regula la participación de Santa Úrsula como una unidad territorial para efectos de participación ciudadana. 

3)	En atención a la prohibición de no regresión que prevé el artículo 1 de la Constitución Federal debe respetarse el derecho de Santa Úrsula Xitla a nombrar a sus autoridades tradicionales.

En primer lugar, es pertinente señalar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha considerado que el principio de progresividad y no regresión, previsto en el artículo 1° de la Constitución Federal así como en diversos tratados internacionales ratificados por México, implica la obligación para las autoridades de ampliar el alcance y la protección de los derechos humanos en la mayor medida posible hasta lograr su plena efectividad, de acuerdo con las circunstancias fácticas y jurídicas.[footnoteRef:28]  [28:  Ver jurisprudencia de rubro “PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. SU CONCEPTO Y EXIGENCIAS POSITIVAS Y NEGATIVAS.” Décima Época, Primera Sala, Jurisprudencia (Constitucional), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 47, octubre de 2017, Tomo I, p. 189, número de registro 2015305.
] 


En sentido positivo, la progresividad impone la obligación de ampliar el alcance y la tutela de los derechos humanos; y para quienes la aplican, el deber de interpretar las normas de manera que se amplíen, en lo posible jurídicamente. En sentido negativo, impone una prohibición de regresividad.

Así, las autoridades se encuentran obligadas a que la interpretación que realicen de los derechos humanos debe dirigirse a ampliar su alcance y la protección en la mayor medida posible hasta lograr su plena eficacia, pero siempre en conformidad con los derechos de terceros y atendiendo al resto de valores y principios constitucionales. 

Por ello, las autoridades deben realizar todas las acciones necesarias para garantizar el ejercicio pleno de los derechos reconocidos en el orden constitucional y no podrán retroceder o supeditar los derechos, estándares o niveles de cumplimiento alcanzados, sin embargo, la interpretación que adopten debe respetar el ejercicio de los derechos de los demás, y observar el resto de los principios contemplados en el sistema jurídico. 

Ahora bien, en cuanto a la materia electoral, la Sala Superior ha considerado que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1º, tercer párrafo, 15 y 35, fracción VIII, fundamento 3º, de la Constitución Federal, la progresividad es uno de los principios rectores de los derechos humanos, incluidos los político-electorales, el cual tiene una proyección en dos vertientes. 

La primera reconoce la prohibición de regresividad respecto de tales derechos, que opera como límite a las autoridades y a las mayorías, y la segunda, obliga al Estado a limitar las modificaciones –formales o interpretativas– al contenido de los derechos humanos, únicamente a aquéllas que se traduzcan en su ampliación, ya sea mediante un aumento en los alcances del derecho o en la eliminación de sus restricciones, o bien, a través del aumento en el reconocimiento de las personas titulares del mismo.

Lo anterior, acorde con la jurisprudencia 28/2015, con rubro[footnoteRef:29]: “PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD. VERTIENTES EN LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES”. [29:  Publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 8, Número 17, 2015, páginas 39 y 40.] 


Por tanto, las autoridades, acorde a sus atribuciones, deben garantizar, de la mejor manera posible, la protección de los derechos humanos, sin poder retroceder en su protección.

En ese contexto, este Tribunal Electoral considera que si el poblado de Santa Úrsula Xitla fue reconocido como pueblo originario desde dos mil diecisiete, por parte de la autoridad competente para ello —Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del entonces Distrito Federal—, por lo cual en dos mil dieciocho celebró elecciones, entre otras autoridades, de Subdelegado (a), entonces no existe sustento jurídico alguno para que este órgano jurisdiccional pueda desconocer la nueva elección de la citada autoridad tradicional. 

Ello, porque además, como se vio, este Tribunal Electoral, en sentencia de dos de octubre de dos mil dieciocho, tuvo noticia de la citada elección y, al respecto, tuvo por acreditado que Santa Úrsula Xitla tenía el reconocimiento legal como pueblo originario. 

Por tanto, no podría asumirse, en este momento, una conclusión distinta respecto a la calidad jurídica de Santa Úrsula Xitla, como pretenden las partes actoras del TECDMX-JLDC-180/2022 puesto que ello sería contrario a la prohibición de no regresión que dispone el artículo 1º de la Constitución Federal puesto que arbitrariamente se suprimiría el derecho del mencionado poblado a ser reconocido como pueblo originario así como a elegir a sus autoridades tradicionales, en ejercicio de su autodeterminación. 

Por el contrario, este Tribunal Electoral en garantía de los derechos político-electorales de Santa Úrsula Xitla considera que debe respetarse el derecho de esa comunidad de elegir a sus autoridades, toda vez que cuenta con el reconocimiento legal como pueblo originario. 

Además de que dicho reconocimiento no ha quedado sin efectos jurídicos ni ha acontecido situación alguna que implique un cambio de situación jurídica. 

En efecto, si bien, la parte actora refiere que Santa Úrsula Xitla no es un pueblo originario, sino que es considerada una colonia a partir de la segunda mitad del siglo veinte y está reconocida como unidad territorial por el Instituto Electoral, no puede desconocerse que la citada comunidad ya obtuvo el reconocimiento como pueblo originario desde dos mil diecisiete por parte del Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del entonces Distrito Federal. 

Ello, puesto que tal reconocimiento fue emitido por autoridad competente, dado que en términos del punto tercero, fracción IV, del Acuerdo por el que se crea el Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal, publicado en la Gaceta Oficial del entonces Distrito Federal el veintiuno de marzo de dos mil siete, dicho Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios estaba facultado para elaborar el Atlas y el Padrón de Pueblos y Barrios Originarios. 

Padrón que, como se dijo, fue publicado en la citada Gaceta Oficial el diecisiete de abril de dos mil diecisiete, por lo cual surtió efectos jurídicos tal reconocimiento, dado que, además, no fue revocado o anulado por alguna autoridad. 

Por el contrario, junto con el escrito amicus curiae, Margarita Guevara Sanginés aportó copia simple de la sentencia emitida el dieciocho de enero de dos mil dieciocho, por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en el amparo en revisión R.A. 69/2017, de la cual se advierte lo siguiente: 

· Margarita Guevara Sanginés promovió juicio de amparo indirecto en contra de, entre otros actos, la autorización otorgada por el Director General de Regulación Ambiental de la Secretaría de Medio Ambiente de la Ciudad de México respecto de un proyecto de construcción de un centro comercial a ejecutar en Santa Úrsula Xitla. 
· El Juzgado Décimo Sexto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México desestimó la acción al considerar que si bien, la quejosa adujo pertenecer a una comunidad indígena, esa manifestación era insuficiente para demostrar la existencia del pueblo o barrio originario que pudiera ser afectado con los actos reclamados. 
· Inconforme con esa resolución, la quejosa promovió el recurso de revisión. 

En su resolución, el mencionado Tribunal Colegiado resolvió esencialmente: 

· Que la existencia del pueblo originario de Santa Úrsula Xitla no era objeto de prueba, y se acreditaba con la publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México del Acuerdo por el que se crea el Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal, como un órgano de coordinación de la administración pública del Distrito Federal y participación ciudadana, enfocado al fomento, preservación y difusión de la cultura originaria y tradicional de los pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México. 

· Además, con la publicación de diecisiete de abril de dos mil diecisiete, del Aviso por el que se dan a conocer las reglas de operación del Programa General de Preservación y Desarrollo de las Culturas y Tradiciones de los Pueblos y Barrios Originarios de la Ciudad de México, en el cual se hizo constar que de acuerdo con el Padrón de Pueblos y Barrios Originarios, la Ciudad contaba con ciento treinta y nueve pueblos y cincuenta y ocho barrios distribuidos en las dieciséis delegaciones.  

· Que dicho acuerdo incluía el Anexo I de las Reglas de Operación del Programa General de Preservación y Desarrollo de las Culturas y Tradiciones de los Pueblos y Barrios Originarios de la Ciudad de México, que contenía el Padrón de Pueblos y Barrios Originarios de la Ciudad de México, del cual se advertía en la entonces Delegación Tlalpan, entre otros, el Pueblo Originario de Santa Úrsula Xitla.

· Asimismo, el trece de agosto de dos mil diez se publicó el Decreto que contiene el Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Tlalpan del Distrito Federal, en el cual se mencionan a los barrios y pueblos de origen prehispánico, como Santa Úrsula Xitla. 

· Que, por tanto, estaba acreditada la existencia del pueblo originario de Santa Úrsula Xitla, localizado en una zona coincidente con la ubicación de la construcción reclamada, por lo cual debían recabarse todas las pruebas para verificar si existía o no un impacto significativo en sus condiciones de vida y entorno que ameritaran llevar a cabo una consulta al pueblo originario sobre la realización de la referida obra. 

Sin que el reconocimiento realizado por el mencionado Consejo pueda desestimarse o considerarse que haya quedado superado por el proceso de registro que actualmente lleva a cabo la SEPI, más bien, en el caso de Santa Úrsula, la SEPI debe tomar en consideración los antecedentes de dicho pueblo en el proceso de registro.

Cabe precisar que la sentencia aludida constituye un hecho notorio para este Tribunal Electoral que se invoca en términos del artículo 52 de la Ley Procesal, así como la jurisprudencia P./J. 16/2018 (10a.) emitida por el Pleno de la Suprema Corte, con el rubro[footnoteRef:30]: “HECHOS NOTORIOS. TIENEN ESE CARÁCTER LAS VERSIONES ELECTRÓNICAS DE LAS SENTENCIAS ALMACENADAS Y CAPTURADAS EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE)” toda vez que aparece publicada en el portal informático del Consejo de la Judicatura Federal[footnoteRef:31].  [30:  Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 55, Junio de 2018, Tomo I, página 10.]  [31:  https://www.cjf.gob.mx/micrositios/dggj/paginas/serviciosTramites.htm?pageName=servicios%2Fexpedientes.htm. ] 


Por tanto, se reitera, la existencia y reconocimiento de Santa Úrsula Xitla como pueblo originario no está en controversia, dado que en su momento, quedó acreditado en sentencias firmes y definitivas emitidas tanto por este Tribunal Electoral, como por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 

No pasa inadvertido que la parte demandante refiere que Santa Úrsula Xitla es una colonia reconocida como unidad territorial reconocida por el Instituto Electoral; sin embargo, ello no modifica en forma alguna la conclusión anterior. 

Efectivamente Santa Úrsula Xitla aparece en el Catálogo de Unidades Territoriales correspondientes a la Demarcación Territorial Tlalpan, identificada con la clave 12-161, como se advierte del Marco Geográfico de Participación Ciudadana emitido por el Instituto Electoral aplicado en la elección de Comisiones de Participación Comunitaria 2020 y la Consulta de Presupuesto Participativo 2020 y 2021; aprobado en Acuerdo de dieciséis de noviembre de dos mil diecinueve. 

[bookmark: _Hlk119625511]Lo cual constituye un hecho notorio para este órgano jurisdiccional que se invoca en términos del artículo 52 de la Ley Procesal, verificable en la dirección electrónica https://www.iecm.mx/www/geo/#.  

Ante lo cual, precisamente en dos mil veinte, en Santa Úrsula Xitla se llevó a cabo la elección de integrantes de la Comisión de Participación Comunitaria.

Mientras que, como lo refiere la parte actora, Santa Úrsula Xitla no aparece en el citado Marco Geográfico de Participación Ciudadana como pueblo originario. 

Sin embargo, lo anterior no es obstáculo para considerar a Santa Úrsula Xitla como pueblo originario, en atención a que, acorde con lo expuesto, el reconocimiento como tal lo obtuvo en dos mil diecisiete por la entonces autoridad competente —Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios—.

Además de que el Instituto Electoral convocó a la elección de las Comisiones de Participación Ciudadana correspondientes, entre otros, en la comunidad de Santa Úrsula Xitla, en atención a la expedición de la actual Ley de Participación, vigente desde dos mil diecinueve. 

Para lo cual, incluyó a dicho poblado en el respectivo Marco Geográfico de Participación Ciudadana, en calidad de unidad territorial.

[bookmark: _Hlk119452055]En ese sentido, cabe precisar que, en todo caso, la calificación de Santa Úrsula Xitla como unidad territorial contemplada en el Marco Geográfico de Participación Ciudadana no fue controvertida en su oportunidad, por lo cual no existe análisis y pronunciamiento sobre su legalidad o validez.

Ahora, es preciso destacar lo resuelto por este Tribunal Electoral, la Sala Regional y la Sala Superior, en diversas impugnaciones vinculadas con la convocatoria y elección de las Comisiones de Participación Comunitaria 2020 y otros actos, en las cuales se definieron varios aspectos que resultan relevantes para la presente controversia. 

a) Resolución de este Tribunal Electoral en el juicio TECDMX-JLDC-1383/2019 y Acumulados

En contra de la Convocatoria Única para la Elección de las Comisiones de Participación Comunitaria 2020 y la Consulta de Presupuesto Participativo 2020 y 2021, se promovieron sendos medios de impugnación, por personas que se autoadscribieron a varios pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México[footnoteRef:32], quienes consideraron que ese instrumento era contrario a los derechos de libre determinación, participación y autogobierno de sus comunidades.  [32:  San Gregorio Atlapulco, Xochimilco; Santa Rosa Xochiac, Álvaro Obregón; Santa Cruz Acalpixca Xochimilco; San Francisco Tlalnepantla, Xochimilco; Santa Bárbara Yopico, Azcapotzalco; San Mateo Xalpa, Xochimilco; Barrio Caltongo, Xochimilco; San Lorenzo Acopilco, Cuajimalpa de Morelos; Santa María del Monte, Iztapalapa; San Andrés Tomstlán, Iztapalapa; Mexicaltzingo, Iztapalapa; San Francisco Culhuacán, Iztapalapa.] 


El veintitrés de enero de dos mil veinte, el Tribunal Electoral confirmó, en lo que fue materia de impugnación, la Convocatoria así como la aplicación de los artículos controvertidos de la Ley de Participación.

b) Resolución de la Sala Regional SCM-JDC-022/2020 y Acumulados

La resolución de este Tribunal Electoral fue controvertida a través de diversos Juicios de la Ciudadanía ante la Sala Regional, que emitió la sentencia correspondiente el cinco de marzo de dos mil veinte, en la cual revocó esa determinación y, en plenitud de jurisdicción, analizó los agravios planteados y determinó, en esencia, revocar parcialmente la convocatoria, respecto a quienes habitan las unidades territoriales correspondientes a la totalidad de los pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México. 

Por tanto, entre otros efectos, la Sala Regional ordenó al Consejo General del Instituto Electoral cancelar la jornada relativa a la elección de las Comisiones de Participación Comunitaria 2020 y la celebración de la Consulta de Presupuesto Participativo 2020 y 2021, en sus dos modalidades, en las Unidades Territoriales que corresponden a pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México.
[bookmark: _gjdgxs]
c) Resolución de la Sala Superior SUP-REC-035/2020 y Acumulados

La sentencia de la Sala Regional se controvirtió ante la Sala Superior, que emitió la resolución correspondiente el trece de marzo siguiente, en el sentido de modificar la resolución recurrida, específicamente a fin de mantener la cancelación de la elección y consulta mencionadas pero ello solo respecto de los cuarenta y ocho pueblos y barrios originarios, conforme al marco geográfico aprobado por el Instituto Electoral de la Ciudad de México —entre los cuales no está Santa Úrsula Xitla—.

d) Juicios de la Ciudadanía TECDMX-JLDC-029/2020 al TECDMX-JLDC-034/2020 

El diecinueve de marzo de dos mil veinte diversas personas que se auto adscribieron a pueblos y barrios originarios[footnoteRef:33] promovieron juicios de la ciudadanía para solicitar la nulidad de la Elección de las Comisiones de Participación Comunitaria y la Consulta de Presupuesto Participativo[footnoteRef:34], básicamente bajo el argumento de que se llevaron a cabo en contra de los derechos de libre determinación, autonomía y autogobierno de los pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México. [33:  Pueblo Originario de Iztacalco (Barrios de Santa Cruz, La Asunción, San Francisco Xicaltongo, Zapotla, Los Reyes, San Miguel y Santiago), Santa Bárbara Tetlaman Yopico, Tlacopac, Caltongo, Pueblos y Barrios de Iztapalapa (La Magdalena Atlazolpa, San Lorenzo Tezonco, Santa Cruz Meyehualco y Santiago Acahualtepec) y Santa Rosa Xochiac.]  [34:  La votación por internet tuvo verificativo del ocho al doce de marzo tuvo lugar la elección mediante el uso del Sistema Electrónico por Internet (SEI) y la votación en forma presencial se recibió el quince de marzo siguiente a través de mesas con dicho sistema y en mesas con boletas impresas.] 


El dieciocho de febrero de dos mil veintiuno, este Tribunal Electoral resolvió los juicios en forma acumulada, considerando infundado el agravio relativo a que se vulneraba la libre determinación y autogobierno, en cuanto a la falta de una consulta indígena previa sobre la implementación de la elección de las Comisiones de Participación Comunitaria y la Consulta de Presupuesto Participativo.

Ello, dijo, para que fuera procedente la consulta indígena previa, se requería que se tratara de alguno de los cuarenta y ocho pueblos y barrios originarios que indicó la Sala Superior, contemplados en el marco geográfico aprobado por el Instituto Electoral, por lo que si los pueblos y barrios a los que se auto adscribieron las entonces partes actoras no formaban parte de ese grupo, por exclusión, no podía ordenarse la consulta, toda vez que hasta ese momento tenían la calidad de unidades territoriales, colonias o unidad habitacional. 

Es decir, se dijo que para que fuera procedente la consulta indígena, debía tratarse de un pueblo o barrio originario que reconocido como tal por el Instituto Electoral, para los efectos de la Ley de Participación, por lo que no se podía imponer la realización de la consulta solicitada por las partes actoras. 

Que lo que pretendían las partes demandantes en torno a que tuviera lugar la consulta indígena previa a la elección de las Comisiones de Participación Comunitaria y la Consulta de Presupuesto Participativo dependía de situaciones futuras sobre las que no se tenía certeza de su realización, como las posibles modificaciones al Marco Geográfico y al Catálogo de Pueblos y Barrios que emitiera el Instituto Electoral, si las comunidades a las que se auto adscribieron las partes actoras conservaban su calidad de colonias o unidades habitacionales, o bien, obtenían el reconocimiento como pueblos y barrios reconocidos por las autoridades competentes. 

Por ende, se concluyó que, en ese momento, aceptar lo pretendido por las partes actoras, en el sentido de que de que se les consultara si deseaban o no la implementación de los procesos electivos dentro de sus ámbitos territoriales, implicaría ir con en contra de lo resuelto por la Sala Superior.

Asimismo, se declaró infundado el agravio referente a la vulneración del derecho a la libre determinación y autogobierno de las comunidades de las partes actoras, pues si bien los procedimientos de elección y consulta establecidos en la Ley de Participación no son compatibles con esos grupos de población, la consulta indígena sobre la implementación de esos procedimientos sólo podría considerarse en el caso de poblados que tenían ese carácter en la cartografía aprobada por el Instituto Electoral.

Además, este Tribunal Electoral indicó que si bien la intención de las partes actoras es lograr el reconocimiento de pueblos originarios, a fin de que les fueran aplicadas las prerrogativas inherentes a esa calidad, lo cierto era que se requería la elaboración del Marco Geográfico y el Registro de Pueblos, Barrios Originarios y Comunidades Residentes, a cargo de varias autoridades, en atención a lo dispuesto en el Código Electoral y de la Ley de Derechos, acorde con lo siguiente: 

1. El Instituto Electoral, respecto de la cartografía de la ciudad, tiene las obligaciones que enseguida se indican: 

•	Mantener actualizado el Marco Geográfico de la Ciudad de México para su utilización en los procedimientos de participación ciudadana.

•	Participar en la delimitación del espacio geográfico de los pueblos y barrios originarios, en coordinación con las personas representantes del respectivo pueblo o barrio, la Alcaldía que corresponda, la Secretaría de Medio Ambiente, la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, la Secretaría y el Instituto de Planeación Democrática y Prospectiva de la Ciudad de México.

•	Establecer los criterios para que los derechos de los pueblos y barrios originarios sean respetados.

2. SEPI 

•	Constituirá y resguardará un Sistema de Registro y Documentación de los Pueblos y Barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes, el cual deberá mantener actualizado en todo momento.

•	Los pueblos y barrios, por conducto de sus asambleas y autoridades representativas, podrán registrar datos que permitan acreditar su condición. 

•	Algunos de esos datos son: antecedentes de su condición, los territorios y espacios geográficos donde están asentados, los sistemas normativos propios mediante los cuales eligen a sus autoridades o representantes; sus autoridades tradicionales y mesas directivas; el registro de personas integrantes de las asambleas con derecho a voz y voto; la composición de su población por edad y género, etnia, lengua y variantes, y cualquier indicador relevante que deba considerarse.

3. El Gobierno de la Ciudad de México:

•	Emitirá los procedimientos para la acreditación de la condición de pueblos, barrios y comunidades, así como el registro de sus integrantes, tomando en cuenta las particularidades de territorios y espacios geográficos de cada pueblo y barrio.

•	El Gobierno de la Ciudad, a través de la Secretaría y con la participación de los pueblos, emitirá criterios para la identificación y registro de cada pueblo, barrio o comunidad. 

•	La delimitación del espacio geográfico de los pueblos y barrios se realizará en coordinación con las personas representantes del respectivo pueblo o barrio, la Alcaldía que corresponda, la Secretaría de Medio Ambiente, la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, la Secretaría, el Instituto Electoral y el Instituto de Planeación Democrática y Prospectiva de la Ciudad de México.

En ese sentido, se dijo que si la pretensión última de las partes actoras era lograr el reconocimiento de sus comunidades como pueblos y barrios originarios, era necesario vincular a la SEPI y las demás autoridades relacionadas, para que cada una dentro de su ámbito competencial continuaran con los trabajos a fin de implementar el Sistema de Registro y Documentación de Pueblos y Barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes y los procedimientos para la acreditación de esa condición. 

Por lo cual se vinculó también al Instituto Electoral para coadyuvar con esos trabajos, ello, con la finalidad de que, en su momento, realizara los ajustes al Marco Geográfico y al Catálogo de Pueblos y Barrios.

Asimismo, se estableció que los pueblos y barrios originarios por conducto de sus asambleas y autoridades representativas, podrían registrar los antecedentes que acrediten su condición, los territorios y espacios geográficos donde estén asentados, los sistemas normativos, sus autoridades tradicionales y mesas directivas, la composición de su población por edad, género, etnia, lengua y variantes de cualquier indicador relevante.

Por otra parte, este Tribunal Electoral estimó infundado el agravio relacionado con la vulneración al derecho a la libre determinación y autogobierno por la posible transgresión al ejercicio del cargo de las autoridades electas en las comunidades de las partes actoras —entre las cuales, cabe precisar, no se encontraba Santa Úrsula Xitla— ante la existencia de las Comisiones de Participación Comunitaria.

Al respecto, este órgano jurisdiccional indicó que si bien, no eran figuras compatibles entre sí, y no podían coexistir, puesto que dichas comisiones, así como la consulta referida contravienen el derecho a la libre determinación y autogobierno de los pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México, en tanto que no son acordes con su cosmovisión, necesidades, características y derechos que deben salvaguardarse a favor de esos conglomerados, lo cierto es, que tales órganos ciudadanos habían sido electos conforme al marco vigente, por lo cual el ejercicio de su encargo estaba plenamente justificado por disposición de la Sala Superior.

Se consideró que por tal motivo no era posible resolver favorablemente la pretensión de que se reconocieran a los lugares de auto adscripción de las partes actoras, pues tenían la calidad de colonias o unidades territoriales, lo que no les permite ser sujetaos de los derechos de autonomía; a razón de los cuales gozarían, entre otras prerrogativas, del reconocimiento de sus autoridades representativas.

En ese sentido, este Tribunal Electoral indicó que estaban firmes los procesos de participación de las Comisiones de Participación Comunitarias de 2020 y Presupuesto Participativo 2020 y 2021, por lo cual aquéllas eran las únicas autoridades que podían ser sujetas de reconocimiento, sobre todo al tener validez su elección para ese cargo.

Pero se razonó que no pasaba inadvertido que las autoridades elegidas mediante los usos y costumbres de los pueblos y barrios de la parte actora podían coadyuvar en la consecución de los fines de esos mecanismos de representación, en los términos fijados por la norma. 

Por tanto, este Tribunal Electoral concluyó:

“son válidos, respecto de los ámbitos que conforman los lugares de autoadscripción, los procedimientos de Elección y la Consulta establecidos en la Ley de Participación, así como el Catálogo de Pueblos y Barrios, para los efectos ahí precisados en lo concerniente a la materia electoral, hasta en tanto los lugares de autoadscripción conserven su calidad de colonia o unidad territorial y no de pueblos o barrios incluidos en el referido Catálogo.  

Ante la existencia de las COPACO electas, no se transgrede el derecho al ejercicio del cargo de las autoridades tradicionales de los lugares de autoadscripción, porque su existencia deriva del cumplimiento a una cadena impugnativa, en la que ya hay pronunciamiento inamovible por parte de la Sala Regional y de la Sala Superior”. 

Y, por último, se fijaron, entre otros, los efectos siguientes: 

· La consulta indígena no es procedente previo a implementar la elección de las Comisiones de Participación Comunitaria y la Consulta de Presupuesto Participativo en las comunidades de las partes actoras hasta en tanto se emita el Marco Geográfico y el Catálogo de Pueblos y Barrios Originarios aprobados por el Instituto Electoral para efectos de la Ley de Participación, dentro de la temporalidad y forma establecidas en la Ley, con lo que se les coloque en una situación diversa.  

· Las autoridades tradicionales y las Comisiones de Participación Comunitaria existirán en los lugares de auto adscripción de las partes actoras, hasta en tanto éstos no formen parte del Catálogo de Pueblos y Barrios Originarios aprobado por el Instituto Electoral. 

· Se vincula a la SEPI y a las demás autoridades relacionadas, para que, cada una dentro de su ámbito competencial, continúen con los trabajos que han venido realizando, a fin de implementar el Sistema de Registro y Documentación de Pueblos y Barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes y los correspondientes procedimientos para la acreditación de esa condición, así como para el registro de sus integrantes. 

· Se vincula al Instituto Electoral para que coadyuve con esa labor, con las herramientas que estén a su alcance, siempre en atención a su esfera de competencial. 

· Hecho lo anterior, deberá llevar a cabo las acciones necesarias para actualizar el Marco Geográfico y el Catálogo de Pueblos y Barrios a utilizar para los efectos de la Ley de Participación, dentro de los plazos y términos previstos en la normativa. 

e) Resolución de la Sala Regional SCM-JDC-150/2021 y Acumulados

La resolución de este Tribunal Electoral fue controvertida a través de diversos Juicios de la Ciudadanía ante la Sala Regional, por lo cual dictó sentencia el treinta y uno de marzo de dos mil veintiuno. 

La Sala Regional consideró correcta la conclusión de este órgano jurisdiccional en cuanto a que para que los pueblos y barrios originarios a los que se auto adscribieron las partes actoras sean consultados y se valore la interacción de sus autoridades tradicionales con las Comisiones de Participación Comunitaria, en primer término, deben ser clasificados como pueblos y barrios originarios.

En ese sentido, indicó que elementos adicionales, tales como que, algunas comunidades a las que se auto adscribieron las partes actoras previamente habían tenido el carácter de pueblo o barrio originario, tendrían que ser considerados por la SEPI en la elaboración del Sistema de Registro y Documentación de Pueblos y Barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes y, en su caso, por el Instituto Electoral en el proceso de actualización del catálogo respectivo.

Los efectos de la sentencia en comento fueron, entre otros: 

· Se vinculó a la SEPI y a las demás autoridades relacionadas, para que, cada una dentro de su ámbito competencial, continuaran con los trabajos que habían venido realizando, a fin de implementar el Sistema de Registro y Documentación de Pueblos y Barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes y los procedimientos para la acreditación de la condición de pueblos y barrios originarios, así como para el registro de sus integrantes. 

· Se vinculó al Instituto Electoral para que coadyuvara a esa labor, con las herramientas que estén a su alcance, siempre en atención a su esfera competencial.

· Para lo cual, el Consejo General del Instituto Electoral, en coordinación con la SEPI, debía emitir un cronograma de trabajo que estableciera los plazos en los que se llevarían a cabo las distintas etapas del procedimiento, el cual debía de considerar que los trabajos deben concluir de manera previa a la celebración del próximo proceso de participación ciudadana en el que se designen COPACO, y con una anticipación suficiente para que puedan desarrollarse todas las etapas del proceso de participación ciudadana, atendiendo a los principios constitucionales de certeza y seguridad jurídica.

· Todo lo anterior con la finalidad de que, previo al inicio del próximo proceso de participación ciudadana en el que se designen COPACO, dicho Instituto Electoral realice los ajustes al Marco Geográfico y al Catálogo de Pueblos y Barrios, en los que se conocerá la calidad de los lugares de adscripción de las partes actoras. 

· Esto es, el cumplimiento de las actividades que se prevean en el cronograma tendría que ser necesariamente previo al inicio del próximo proceso de participación en el que se designen COPACO, lo cual no impide que suceda antes si las autoridades involucradas en las actividades necesarias pueden realizar las acciones necesarias al efecto con anticipación.

[bookmark: _Hlk120180743]Acorde con lo anteriormente expuesto, se obtiene que, derivado de las impugnaciones a la convocatoria y elección de las COPACOS 2020 y Consulta de Presupuesto Participativo 2020 y 2021 se consideró la invalidez de tales procedimientos en cuarenta y ocho pueblos y barrios originarios —entre los cuales no se encuentra Santa Úrsula Xitla— por no respetarse el derecho a la consulta previa, mientras que, por ende, se calificaron como válidos dichos procedimientos respecto de las restantes comunidades —como el caso de Santa Úrsula Xitla—.

Sin embargo, ese pronunciamiento, como se detalló, tuvo origen en las impugnaciones presentadas por personas que se auto adscribieron a diversas comunidades —entre las cuales no se encuentra Santa Úrsula Xitla— y sobre las cuales se especificó que esa auto adscripción sólo tenía efectos procesales, puesto que el reconocimiento como pueblo o barrio originario debía ser por parte de la autoridad competente. 

En ese sentido, es importante reiterar que, en el caso, el reconocimiento de Santa Úrsula Xitla como pueblo originario no atiende a una mera auto adscripción en un medio impugnativo por parte de sus habitantes, sino en virtud de un reconocimiento formal, expreso y válido de la entonces autoridad competente, como era el entonces Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal, hoy Ciudad de México, publicado en la Gaceta Oficial, lo cual, además, lo tuvieron por acreditado este Tribunal Electoral, así como el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en sentencias firmes y definitivas en las cuales otorgaron efectos jurídicos a tal reconocimiento. 

Ante lo cual, como se dijo, en atención a la prohibición de no regresión como vertiente negativa del principio constitucional de progresividad de los derechos humanos, en el presente juicio no podría desconocerse tal reconocimiento.

Por lo cual, por ahora, dado el contexto específico acontecido en Santa Úrsula Xitla, previamente detallado, debe considerarse válido el ejercicio electivo llevado a cabo por el Pueblo Originario y, por ende, existente a la Autoridad Tradicional electa —salvo que, con motivo de los agravios que se formulan en contra de la legalidad de tal elección y los cuales se estudiarán en apartados subsecuentes, se arribe a una consideración distinta— de manera concomitante a la COPACO electa en el proceso de participación ciudadana de dos mil veinte. 

Ahora bien, lo resuelto en esta sentencia ciertamente no implica desconocer que Santa Úrsula Xitla forma parte del catálogo de unidades territoriales conformado por el Instituto Electoral, acorde al cual celebró en dos mil veinte la elección de integrantes de la Comisión de Participación Comunitaria, siendo que la existencia de tales representaciones ciudadanas derivó del cumplimiento a una cadena impugnativa, en la que ya hay pronunciamiento de este Tribunal Electoral, de la Sala Regional y de la Sala Superior. 

Esto es, como se vio, acorde a lo analizado por este Tribunal Electoral al resolver el juicio de la ciudadanía TECDMX-JLDC-029/2020 y acumulados, si Santa Úrsula Xitla no forma parte de los cuarenta y ocho pueblos originarios referidos en el marco geográfico aprobado por el Instituto Electoral, entonces también le son aplicables los procedimientos establecidos en la Ley de Participación. 

En efecto, dado que dicha comunidad no formó parte de las cuarenta y ocho poblaciones que, acorde con la sentencia de Sala Superior, emitida en el expediente SUP-REC-035/2020 y sus acumulados, entonces por ahora no puede concebirse una exclusión respecto de los mecanismos de participación ciudadana que prevé la Ley de Participación.

Lo cual tampoco podría implicar, desde luego, que se considere inválida o ilegal la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a) ya que, se insiste, ello tiene un sustento válido, como es el previo reconocimiento del entonces Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal, hoy Ciudad de México, publicado en la Gaceta Oficial, así como el acreditamiento de este Tribunal Electoral, así como el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en sentencias firmes y definitivas en las cuales otorgaron efectos jurídicos a tal reconocimiento. 

De manera que, en atención a la prohibición constitucional de no regresión de los derechos humanos, debe imperar las situaciones jurídicas que por ahora presenta Santa Úrsula Xitla, es decir, podrán coexistir la autoridad tradicional junto con la Comisión de Participación Comunitaria. 

Ello, tomando en cuenta lo resuelto por este Tribunal Electoral en la sentencia del juicio TECDMX-JLDC-029/2020 y acumulados, en la cual, como se vio, se estableció que las autoridades tradicionales y las Comisiones de Participación Comunitaria existieran en las comunidades correspondientes a las entonces partes actoras, hasta en tanto éstos no formen parte del Catálogo de Pueblos y Barrios Originarios aprobado por el Instituto Electoral.

En ese sentido, acorde con lo analizado en el caso, dado el contexto particular que se presentó —en el que el pueblo originario válidamente estaba en aptitud de llevar a cabo el procedimiento electivo de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), pero además, en atención a la inclusión de Santa Úrsula Xitla como unidad territorial en el marco geográfico aprobado por el Instituto Electoral— resulta aplicable la solución que determinó este Tribunal Electoral en el juicio TECDMX-JLDC-029/2020 y acumulados. 

Esto es, debe considerarse que, en todo caso, la Autoridad Tradicional electa, así como la COPACO coexistan hasta en tanto el Instituto Electoral defina el Catálogo de Pueblos y Barrios Originarios, a partir de la emisión del Sistema de Registro y Documentación de Pueblos y Barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes.

4)	Es facultad de la SEPI analizar y determinar si procede el reconocimiento de Santa Úrsula Xitla como pueblo originario, acorde con el actual marco legal.

Acorde con lo expuesto, la SEPI es la autoridad facultada por la Ley de Derechos de los Pueblos para constituir, resguardar y actualizar el Sistema de Registro y Documentación de los Pueblos y Barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes.

Al respecto, cabe precisar que, en cumplimiento al requerimiento formulado por la Magistrada Instructora, por oficio SEPI/SJN/JUDAC/155/2022, el apoderado de la SEPI informó lo siguiente: 

“1.- El 30 de mayo de 2022, la Secretaría de Pueblos y Barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes (SEPI), emitió para su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, el “Aviso por el que se da a conocer la Convocatoria Pública para constituir el Sistema de Registro y Documentación de Pueblos y Barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes de la Ciudad de México”.
2.- La base Segunda de la Convocatoria refiere que se integrarán al Registro de Pueblos y Barrios originarios los grupos sociales que acrediten colectivamente ante la Secretaría todos los criterios y características objetivas y subjetivas como pueblo o barrios originario, previstas en el artículo 58, numeral 2, inciso a) de la Constitución Local, así como en el artículo 7, numeral 1 de la Ley de Derechos de los Pueblos y Barrios y Comunidades Indígenas Residentes, y en ese mismo sentido, también se incluirá a la comunidad indígena residente en la Ciudad de México. 
3. La base Cuarta de la Convocatoria en comento señala que los plazos para la recepción de solicitudes serán desde la entrega en vigor de dicha convocatoria y hasta el 30 de agosto de 2022”.

De manera que es facultad de la SEPI procesar las solicitudes e información correspondiente para integrar el Registro de Pueblos y Barrios Originarios de la Ciudad de México, acorde con el cual, posteriormente, el Instituto Electoral integrará el correspondiente Catálogo de Pueblos y Barrios. 

De manera que, hasta ese momento, se tendrá la definición legal y definitiva sobre la calidad jurídica de Santa Úrsula Xitla respecto a si la autoridad competente, acorde con el actual marco constitucional y legal, constituye un pueblo originario. 

Determinación a partir de la cual, las partes interesadas o que se estimen afectadas, podrán hacer valer los medios impugnativos que estimen conducentes para la defensa de sus derechos. 

[bookmark: _Hlk120181312]Ahora bien, dado que en la presente resolución se han mencionado los antecedentes particulares de Santa Úrsula Xitla, que previamente obtuvo el reconocimiento de la entonces autoridad competente —Consejo de los Pueblos y Barrios Originarios del entonces Distrito Federal—, lo cual tuvo por acreditado este Tribunal Electoral al resolver el juicio de la ciudadanía TECDMX-JLDC-101/2018, y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito en el amparo en revisión RA. 69/2017, se vincula a la SEPI para que en el proceso de constitución del Sistema de Registro y Documentación de los Pueblos y Barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes considere los antecedentes referidos, es decir, el reconocimiento previamente acreditado de Santa Úrsula Xitla, como pueblo originario. 

Para el caso de que, en su momento, la SEPI determine procedente incluir a Santa Úrsula Xitla en el citado sistema como pueblo originario, lo deberá hacer del conocimiento del Instituto Electoral para los efectos conducentes, incluyendo que, de ser materialmente factible, se modifique el actual Marco Geográfico de Participación Ciudadana, para el proceso de participación ciudadana a celebrar en dos mil veintitrés.

Por tanto, por el momento, en atención a lo previamente expuesto, este Tribunal Electoral concluye que son infundados los agravios que formulan las partes actoras del juicio TECDMX-JLDC-180/2022, dado que acorde con el contexto particular de Santa Úrsula Xitla es válido el proceso electivo que llevó a cabo la comunidad para elegir a la Autoridad Tradicional Subdelegado (a), a partir del reconocimiento legal que en dos mil diecisiete obtuvo por parte del entonces Consejo de los Pueblos Originarios del Distrito Federal, hoy Ciudad de México. 

Así como el acreditamiento que de dicha circunstancia emitió este Tribunal Electoral, al igual que el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en sentencias firmes y definitivas en las cuales otorgaron efectos jurídicos a tal reconocimiento.

II. ¿Fue legal la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a) en los términos en que se celebró, o bien, se actualizan las irregularidades que invocan las partes actoras?

Las partes actoras de los juicios acumulados hacen valer diversas irregularidades, las cuales se estudiarán en los siguientes apartados. 

TECDMX-JLDC-076/2022

· La parte actora sostiene que la Junta Cívica Electoral no verificó todos los puntos establecidos en la convocatoria, porque las personas suplentes deben cumplir todos los requisitos y en el caso de la Planilla 1, tuvo como suplente a Mariana Guadarrama Martínez, quien ostenta un cargo remunerado como Facilitadora Beneficiaria de Servicios del Programa Social “Caldo Tlalpeño, inclusión social”, en los Centros de Desarrollo Comunitario Integral.  

El agravio es infundado. 

En primer lugar, cabe destacar que en la convocatoria se establecieron los requisitos para las personas aspirantes al cargo de Autoridad Tradicional Subdelegado (a), siendo los siguientes: 

“PERFIL Y REQUISITOS DEL ASPIRANTE AL CAEGO DE AUTORIDAD TRADICIONAL (SUBDELEGADO ‹A›):
1. Ser ciudadano (a) mexicano (a) en pleno goce de sus derechos civiles y políticos. 
2. Ser originario (a) e hijo (a) de padre y/o madre originario (a) y que habite actualmente en el Pueblo, será avalado (a) por la Junta Cívica Electoral. 
3. Tener conciencia de su identidad originaria y que se identifique con los usos y costumbres del Pueblo, y los defienda como propios. 
4. Que a ojos del pueblo sea una persona honorable, honesta y honrada; con reconocimiento por su apoyo a la comunidad. 
5. Contar con la capacidad y conocimientos para actuar con Autoridades de cualquier nivel; sin sujetarse a sus órdenes. También debe interactuar con vecinos locales y de otros pueblos. En ambos casos, tanto verbal como por escrito. 
6. Que tenga conocimiento profundo de los problemas del Pueblo, de su Historia, su situación geográfica, demográfica, cultural y tradicional; así como de sus usos y costumbres.  
7. Que al momento de la elección NO ostente cargo público de ningún tipo, honorífico o remunerado, no pertenecer o haber pertenecido a ningún tipo de asociación, ni en la Alcaldía de Tlalpan, ni en la administración pública federal o privada. Y que tampoco tenga vínculo con algún partido político.
8. Que NO tenga antecedentes penales.
9. No ser ministro de culto religioso.
10. Cumplir con los Mandatos de la Asamblea General del Pueblo, órgano máximo de autoridad del mismo”. 

De igual forma, los requisitos para las personas candidatas también se contiene en el artículo tercero del Reglamento para la elección, el cual prevé lo siguiente: 

“TERCERO: DEL REPRESENTANTE Y/O SUPLENTE
Por cada aspirante se podrá registrar un representante y/o suplente. 
Los requisitos para ocupar dichos cargos son:  
1. Ser ciudadano (a) mexicano (a) en pleno goce de sus derechos civiles y políticos, ser originario del Pueblo (que habite actualmente en éste) y ser hijo (a) de padre originario y/o madre originaria del Pueblo. Y que la Junta Cívica Electoral lo avale.
2. Que el suplente se identifique con los usos y costumbres del Pueblo y que los defienda como propios. 
3. Que al momento de la elección NO ostente cargo ni representación honorífica, COPACO o similar, o remunerada en algún Partido Político, ni en la Alcaldía Tlalpan o en la administración pública local, federal o privada”.
 
De las disposiciones transcritas se puede advertir que para ser Autoridad Tradicional Subdelegado (a) se exigen determinados atributos y calidades inherentes a la persona que pretenda ocupar tal cargo, de los cuales algunos son de carácter positivo y otros de índole negativo. Basta con que no se surta alguno de tales requisitos, para que la persona se encuentre impedido legalmente para aspirar al cargo de elección popular citado. 

En ese sentido, en lo que interesa a la controversia, las normas citadas contienen como requisito de carácter negativo para las personas candidatas propietaria y/o suplente el no ostentar un cargo público; condición que fue acotada temporalmente a la fecha de la elección. 

De manera que el incumplimiento de tal requisito de carácter negativo —prohibición— haría inelegible a quien pretendiera el citado cargo de Autoridad Tradicional Subdelegado (a), ya sea como propietario o suplente.

Esto es, la elegibilidad se traduce en el surtimiento de determinados requisitos inherentes a la persona expresamente previstos en el ordenamiento jurídico atinente, no solamente para que pueda ser candidata a ocupar el puesto de elección popular, sino incluso necesarios para su pleno ejercicio.

Ahora bien, en relación con los requisitos de elegibilidad negativos, la Sala Superior[footnoteRef:35]  constituyen limitaciones al derecho al voto activo, pero de ningún modo puede hacerse extensivas a cargos diferentes a los especificados en el orden jurídico correspondiente. [35:  Entre otros asuntos, en la sentencia del expediente SUP-REC-46/2009. ] 


En efecto, uno de los principios fundamentales de los Estados de Derecho, consiste en permitir, con la mayor amplitud posible, el ejercicio de los derechos humanos de las personas, dentro de los que están comprendidos los derechos político-electorales, lo que conduce a que las restricciones impuestas deben interpretarse en forma limitativa.

Principio que se encuentra en el artículo 1° de la Constitución Federal cuando establece que el ejercicio de los derechos humanos no podrá restringirse ni suspenderse salvo en los casos y bajo las condiciones que la propia Constitución establece. 

En ese sentido, en atención a que la interpretación de los derechos humanos debe hacerse de manera que permita su mayor amplitud posible y, por tanto, las excepciones establecidas han de entenderse en forma restrictiva, es dable concluir que los enunciados supuestos de limitación o restricción para ocupar un cargo no pueden ampliarse o extenderse a cargos públicos distintos a los previstos específicamente en la normativa aplicable sino que su aplicación, debe constreñirse, de manera estricta, a las hipótesis que se contemplan, ello con el fin de dar plena vigencia al derecho fundamental al voto activo, en términos de lo previsto en el artículo 35 de la Constitución Federal.

De manera que, en el caso, acorde con la convocatoria y el Reglamento para la elección las personas candidatas —propietarias y suplentes— al citado cargo debían de abstenerse de prestar servicios para la administración pública de cualquier nivel, al menos, desde el momento de la elección —tres de julio de dos mil veintidós—. 

En el caso, la parte actora refiere que la persona suplente de la planilla 1, Mariana Guadarrama Martínez, fórmula que resultó ganadora en la elección, ostentó un cargo en la administración pública de la Alcaldía Tlalpan, como Facilitadora Beneficiaria de Servicios del Programa Social “Caldo Tlalpeño, inclusión social”, en los Centros de Desarrollo Comunitario Integral.

Para acreditar sus manifestaciones, la parte actora aportó una relación de nombres titulada “ALCALDÍA TLALPAN PERSONAS SELECCIONADAS COMO BENEFICIARIAS FACILITADORAS DE SERVICIOS NOMBRE DEL PROGRAMA ‘CALDO TLALPEÑO: INCLUSIÓN SOCIAL”.

En la cual, en el número 43 aparece GUADARRAMA MARTÍNEZ MARIANA, como “INSTRUCTOR”, ello, como se advierte de la siguiente imagen: 

----------------------------------------------------------------------------------------

----------------------------------------------------------------------------------------

----------------------------------------------------------------------------------------
[image: ]

Además, la parte actora aportó una relación de ubicaciones de los Centros de Desarrollo Comunitario Integral, incluyendo en el número 27 a Santa Úrsula Xitla. 

Ahora bien, las pruebas aludidas resultan insuficientes para demostrar las afirmaciones de la parte actora, puesto que no acreditan que la mencionada candidata suplente haya ostentado un cargo público al momento de la elección, sino sólo que fue beneficiaria de un programa social. 

En efecto, en la relación aportada por la parte actora se advierte que se trata del listado de personas beneficiarias de un programa social de la Alcaldía Tlalpan, sin que, al efecto, se advierta el periodo en que tal beneficio fue otorgado. 

Ahora, la información de dicho programa es factible consultarla en la página electrónica de la citada alcaldía, la cual se invoca como hecho notorio en términos del artículo 52 de la Ley Procesal y la tesis I.10o.A.51 A (10a.) emitida por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, con rubro[footnoteRef:36]: “MULTAS POR INFRACCIONES AL REGLAMENTO DE TRÁNSITO DEL DISTRITO FEDERAL -ACTUALMENTE CIUDAD DE MÉXICO-. LA CONSULTA A LA PÁGINA DE INTERNET DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS LOCAL ES SUFICIENTE PARA OBTENER LA CERTEZA DE SU MONTO, A EFECTO DE GARANTIZAR EL INTERÉS FISCAL EN EL AMPARO EN QUE SE SOLICITA LA SUSPENSIÓN CONTRA SU COBRO, AL TRATARSE DE UN HECHO NOTORIO”.  [36:  Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 48, Noviembre de 2017, Tomo III, página 2067.] 


Al respecto, en dicho sitio electrónico constan las Reglas de operación del programa social “Caldo Tlalpeño, Inclusión Social”[footnoteRef:37], de las cuales se advierte lo siguiente:  [37:  https://www.tlalpan.cdmx.gob.mx/caldotlalpeno/. ] 


“…
4. Estrategia General, Objetivos y Ejes de Acción
4.1. Estrategia general. Desarrollo Comunitario con un enfoque transversal con perspectiva de género, a través de la realización de actividades lúdicas, formativas, participativas y ocupacionales, tanto virtuales como presenciales que propicien el desarrollo personal y comunitario, de prevención de la violencia hacia las mujeres y contra la discriminación de las personas.

4.2. Objetivo general. Mejorar el desarrollo comunitario de las cinco zonas territoriales de la demarcación, con la participación efectiva de niñas, niños, personas jóvenes, personas con discapacidad, personas adultas mayores, mujeres y hombres, preferentemente que habiten en zonas de muy bajo y bajo índice de desarrollo social.

4.3. Objetivos y ejes de acción específicos. Fomentar el autoempleo y la integración comunitaria, a partir de la interacción en los Centros de Desarrollo Comunitario Integral, mediante la impartición de las diversas actividades.

4.3.1. Los objetivos de las etapas del programa son los siguientes:
1. Etapa de selección: elegir mediante convocatoria a 127 Personas beneficiarias facilitadoras de servicios.
2. Etapa de Implementación: realizar actividades lúdicas, formativas, participativas y ocupacionales, que propicien el desarrollo personal y comunitario de las personas que preferentemente habiten en pueblos, barrios y colonias de muy bajo y bajo índice de desarrollo social.

4.3.2. Este programa social contribuye a la eliminación de factores de exclusión y discriminación, cerrando las brechas de desigualdad a las personas que están en desventaja social a través de garantizar que la población que atienda los Centros de Desarrollo Comunitario Integral pertenezca a los distintos grupos etarios, de género, origen étnico y provengan de las distintas zonas preferentemente de la Alcaldía Tlalpan, prioritariamente colonias de bajo y muy bajo índice de desarrollo social.

4.3.3. Los objetivos perseguidos a corto y largo plazo de este programa social son:
a) A corto plazo: contribuir al desarrollo personal de los habitantes; fortalecer la participación de la comunidad circundante a los Centros de Desarrollo Comunitario Integral; mejorar los procesos de capacitación al interior de los Centros de Desarrollo Comunitario Integral, y mejorar los espacios públicos que permitan el desarrollo comunitario.
b) A largo plazo: brindar herramientas para un mejor desarrollo personal a la población, mediante la capacitación que se les otorgue; coadyuvar en la formación de ciudadanía con base en el impulso y promoción de los derechos sociales; fomentar la equidad; disminuir la brecha de desigualdad entre mujeres y hombres y fortalecer la organización en comunidad de personas adultas mayores, mujeres, jóvenes, niñas y niños.

5. Definición de población objetivo y beneficiaria
5.1. La población objetivo es de 370,146 personas que habitan en pueblos, barrios y colonias con muy bajo y bajo índice de desarrollo social de la Alcaldía Tlalpan.

5.2. La población potencialmente beneficiaria son las 598,278 niñas, niños, personas jóvenes, personas adultas y personas adultas mayores que habitan en barrios, pueblos y colonias de muy bajo y bajo índice de desarrollo social.
a) Las Personas Beneficiarias Finales, al menos son 4,500 personas que participarán en las diversas actividades que se desarrollarán en los Centros de Desarrollo Comunitario Integral o de manera virtual.
b) Este programa social contempla la participación de 127 Personas beneficiarias facilitadoras de servicios.

5.3. Debido a que este programa social no cuenta con los recursos humanos y presupuestarios para atender al universo de la población objetivo, en el numeral 9 de las presentes reglas de operación se establecen los criterios de priorización para la selección de los Personas Beneficiarias Finales y Personas beneficiarias facilitadoras de servicios.

5.4. Este programa contempla la participación de 127 personas beneficiarias facilitadoras de servicios. Los requisitos de acceso, la documentación, así como las actividades, atribuciones, tareas y responsabilidades, se detallan en los numerales 8.2, 8.2.4, 8.3.4, 9, 10 y 10.1 de las presentes reglas de operación.

Asimismo, consta el “Aviso mediante el cual se da a conocer la convocatoria del programa social “Caldo Tlalpeño, Inclusión Social”, el cual tiene como objetivo “Mejorar el desarrollo comunitario de las cinco zonas territoriales de la demarcación, con la participación efectiva de niñas, niños, personas jóvenes, personas con discapacidad, personas adultas mayores, mujeres y hombres, preferentemente que habiten en zonas de muy bajo y bajo índice de desarrollo social”.

La convocatoria[footnoteRef:38] se dirigió a las personas interesas en participar como beneficiarias y como beneficiarias facilitadoras de servicios; al efecto, se establecieron los requisitos y procedimiento de acceso; la documentación requerida; el procedimiento de acceso; el calendario de registro; las condiciones de apoyo, entre otros datos.  [38:  https://www.tlalpan.cdmx.gob.mx/convocatoria-caldotlalpeno/. ] 


Finalmente, también consta la lista de personas seleccionadas como beneficiarias facilitadoras de servicios, la cual coincide con la documental aportada por la parte actora, en la que aparece el nombre de Mariana Guadarrama Martínez como instructora. 

De manera que lo que se obtiene de la documentación e información aludida es que la citada candidata suplente de la planilla 1 es beneficiaria de un programa social, pero no consta que se trate de una persona con un cargo público en la citada alcaldía. 

En ese sentido, cabe reiterar que la convocatoria y el Reglamento para la elección establecen los requisitos positivos y negativos que debían cumplir las personas candidatas —propietarias y suplentes—, entre los cuales está la prohibición para de ostentar un cargo público al día de la elección, pero no se incluyó la restricción de ser beneficiaria de un programa social.  

En ese sentido, al no estar previsto en la normativa aplicable a la elección esa prohibición, sería indebido exigir que no se fuera beneficiaria de algún programa para poder ser candidata a Autoridad Tradicional Subdelegado (a), pues debe recordarse que, en materia de derechos humanos, las restricciones deben interpretarse de manera estricta y no se pueden exigir más de las legalmente previstas.

Aunado a lo anterior, de la lectura de los requisitos establecidos en la convocatoria y el Reglamento para la elección, no se advierte que exista alguno que esté relacionado o sea similar a no encontrarse en el padrón de programas sociales.

Por esa razón, es que se considera que aun cuando la candidata suplente de la planilla 1 haya sido beneficiaria de un programa social, no es jurídicamente posible considerarla inelegible, pues tal circunstancia no constituye un impedimento para ser autoridad tradicional. 

Ahora bien, en todo caso, cabe precisar que tampoco está acreditado que Mariana Guadarrama Martínez desempeñara algún cargo público. 

Al respecto, en el informe circunstanciado, la Junta Cívica Electoral manifestó que “antes, durante y después de las acreditaciones, efectuamos búsquedas exhaustivas en las páginas de internet del Gobierno de la Ciudad de México, ‘Tu Ciudad Tu dinerito’, y de la Secretaría de la Función Pública ‘Nómina Transparente de la Administración Pública Federal’ donde establece un ejercicio de transparencia, y se consultó teniendo como resultado que Mariana Guadarrama Martínez NO cuenta con alguna relación laboral, representación por honorario similar o remunerada en la Alcaldía Tlalpan o en la Administración Pública Federal”.

Por lo cual exhibieron la impresión de pantalla de las búsquedas correspondientes, las cuales son las siguientes: 


----------------------------------------------------------------------------------------

----------------------------------------------------------------------------------------
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Por tanto, el agravio es infundado ya que no acredita que la candidata suplente de la planilla 1 haya incurrido en la prohibición establecida en la convocatoria y el Reglamento para la elección relativa a ostentar un cargo público, dado que lo único que consta es que es beneficiaria de un programa social de la Alcaldía, lo cual no está previsto como impedimento para el cargo de Autoridad Tradicional Subdelegado (a). 

· Que la candidata Paulina Raquel Garibay Pérez publicó en la página de Facebook Vecinos del Pueblo de Santa Úrsula Xitla y en la aplicación de WhatsApp, en el grupo Chicas de Ventas, antes y durante el proceso electoral, actos de precampaña y campaña anticipada.

El agravio es infundado.

La parte actora refirió que “El 03 de julio de 2022, pide a los vecinos del Pueblo de Santa Úrsula Xitla darle el voto a la vecina Paulina Garibay Pérez de la Planilla 1, que ella es cliente del abasto y siempre ha apoyado, haciendo mención que la casilla se ubica en las canchas del Pueblo en un horario de 9:00 a 5:00, agradeciendo mucho la ayuda y enviando bendiciones”.  

Ahora bien, en el Reglamento para la elección se estableció en el apartado cuarto, lo siguiente: 

“CUARTO: DEL PROCESO PREVIO A LA JORNADA ELECTORAL
Durante las campañas electorales, quedan prohibidas las prácticas de compra de votos y voluntades mediante el uso de recursos económicos o espacio. 
Por eso se propone que la única forma en que los (as) aspirantes puedan hacer llegar sus propuestas a la comunidad, sea en sesiones públicas y abiertas en el Pueblo, bajo un formato simple de presentación de sus Plenes de Trabajo; a fin de que sea frente a la Asamblea General donde se evalúe la propuesta de cada aspirante, y a partir de ahí el pueblo pueda apreciar, evaluar y decidir la mejor opción para ocupar el cargo de Autoridad Tradicional (Subdelegado ‹A›).
La Junta Cívica Electoral, propone el sábado 25 de junio de 2022, a las 5 de la tarde, para que los aspirantes expongan su Plan de Trabajo, en la parte alta del estacionamiento del Pueblo (canchas). Cada aspirante tendrá máximo de quince minutos para hacer su exposición. 
La Junta Cívica Electoral, con autorización de la Asamblea General, propone que el método de elección sea la emisión de voto secreto y directo en una jornada electoral a realizarse el domingo 03 de julio de 2022, de 9 de la mañana a 5 de la tarde, en la parte alta del estacionamiento del Pueblo (canchas); con apoyo logístico y organizativo de la Subdirección de Concertación Política y Atención Social de la Alcaldía Tlalpan. 
Desde el momento de la emisión de la convocatoria y hasta el término de la Jornada electoral, queda estrictamente prohibido a los aspirantes, a sus equipos y simpatizantes: 
1. Obsequiar directa o indirectamente, cualquier tipo de bienes o servicios, como medio para hacer proselitismo. 
2. Asociar la candidatura o su nombre, directa o indirectamente, con cualquier programa de gobierno o gestión vecinal. 
3. Asociar la candidatura o su nombre, directa o indirectamente, con cualquier partido político. 
4. Utilizar la ofensa o la falta de respeto para dirigirse a cualquier otro aspirante. 
5. Realizar expresiones que pongan en duda la autoridad moral y política de la Junta Cívica Electoral y/o alguno de sus integrantes. 
6. Recibir cualquier tipo de apoyo, directo o indirecto, donativos en especie o dinero en efectivo de cualquier funcionario y/o partido político. 
7. Recibir donativos de organizaciones sociales, privadas, comerciales o alguna representación social: patronato, mayordomía, núcleos agrarios, comisiones eclesiásticas, Asociaciones Civiles, COPACO o similares. 
8. Pintar bardas o colocar mantas, lonas, pendones o publicidad alusiva a su candidatura. Solo podrán hacer volantes o trípticos con su fotografía y su proyecto de trabajo, que podrá repartir casa por casa y pegar en lugares públicos. 
9.Usar recursos económicos, para tratar de ganar la elección. 
El día inmediato anterior a la elección y el día de la elección, no se permitirá la celebración de reuniones públicas, mítines ni actos de propaganda directa o alusiva; cualesquiera que sean los procedimientos empleados. 
El candidato candidata que contravenga estas recomendaciones y se le compruebe, automáticamente quedará fuera del proceso electoral”. 

Acorde con lo anterior se tiene que las personas candidatas al cargo de Autoridad Tradicional Subdelegado (a) debían abstenerse de realizar diversas acciones vinculadas con la compra de votos, utilización de cargos públicos o partidos políticos, así como utilizar recursos económicos. 

Específicamente se permitió realizar campaña mediante repartición y colocación de volantes o trípticos, además, mediante la exposición de su plan de trabajo, en un acto público en asamblea general. 

Además, el día de la jornada electoral y el día previo se prohibieron reuniones públicas, mítines y actos de propaganda. 

Ahora bien, en el caso, la parte actora refirió que la candidata propietaria ganadora “sube a las redes sociales (Facebook de la página vecinos del Pueblo de Santa Úrsula Xitla) y vía whats app del grupo CHICAS DE VENTAS antes y durante el proceso electoral de selección a la candidatura de Autoridad Tradicional Subdelegado (a) del Pueblo de Santa Úrsula Xitla, es decir realiza actos de precampaña y campaña anticipada”. 

 En específico, la parte actora refirió que “El 03 de julio de 2022, pide a los vecinos del Pueblo de Santa Úrsula Xitla darle el voto a la vecina Paulina Garibay Pérez de la Planilla 1, que ella es cliente del abasto y siempre ha apoyado, haciendo mención que la casilla se ubica en las canchas del Pueblo en un horario de 9:00 a 5:00, agradeciendo mucho la ayuda y enviando bendiciones”.  

Para probar su dicho, ofreció como prueba la imagen siguiente:
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Acorde con lo anterior, el agravio es infundado toda vez que, en cuanto a la supuesta difusión en la red social Facebook, la imagen aportada por la parte demandada es insuficiente para acreditar tal hecho. 

Ello, porque en esa imagen constituye una “captura de pantalla” en la que no se advierten circunstancias de tiempo, modo y lugar, toda vez que, por una parte, no se identifica que corresponda a un red social, puesto que carece de logo, nombre o algún elemento que identifique a alguna red social, específicamente Facebook. 

Además, no consta la fecha que corresponde a la supuesta publicación, pues solo se advierte “VIE. A LAS 5:39 P.M”, sin observarse el día y mes en que aparentemente se tal publicación. 

Y si bien, consta el nombre de la candidata, lo cierto es que no se advierte alguna contravención a las reglas de campaña establecidas en el Reglamento para la elección. 

En efecto, aun considerando que se trate de una publicación en redes sociales, sólo podría estimarse que se trata de un volante difundiendo el día de presentación del plan de trabajo de la candidata, sin observarse elemento alguno que actualice una contravención a las reglas de la campaña previamente referidas. 

Incluso, aunque la parte actora refirió que la candidata incurrió en acto de precampaña y campaña anticipada, no es factible considerarlo así, dado que ni siquiera se observa la fecha de publicación o promoción. 

Lo anterior, además porque para considerar la existencia de un acto de precampaña o de campaña anticipada es necesario, entre otras cosas, que las manifestaciones que contengan llamamientos al voto manifestaciones trasciendan al conocimiento de las personas votantes y que, valoradas en su contexto, puedan afectar la equidad en la contienda. Ello, acorde, en lo conducente, con la jurisprudencia 4/2018, emitida por la Sala Superior, con el rubro[footnoteRef:39]: “ACTOS ANTICIPADOS DE PRECAMPAÑA O CAMPAÑA. PARA ACREDITAR EL ELEMENTO SUBJETIVO SE REQUIERE QUE EL MENSAJE SEA EXPLÍCITO O INEQUÍVOCO RESPECTO A SU FINALIDAD ELECTORAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO Y SIMILARES)”. [39:  https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=4/2018&tpoBusqueda=S&sWord=4/2018. ] 


Aunado a lo anterior, no pasa inadvertido que, al rendir su informe circunstanciado, las integrantes de la Junta Cívica Electoral manifestaron que en ningún momento se prohibió o invalidó el uso de las redes sociales para difundir, promover o publicar el plan de trabajo y propuestas de las personas candidatas. 

Por tanto, aunque la parte actora refiere que la candidata de la planilla 1 cometió faltas e infracciones a las disposiciones electorales por actos anticipados de precampaña y campaña, por lo que solicita el inicio de alguno de los procedimientos sancionadores, lo cierto es que tal pretensión es improcedente, dado que no se advierte la existencia de algún hecho contrario a las reglas de campaña.

Además, la parte actora también ofreció como prueba una segunda publicación relativa a una presunta conversación en el servicio de mensajería instantánea WhatsApp, con la cual, en su concepto, acredita que la candidata de la planilla 1 difundió un mensaje. 

En relación con ello, cabe precisar que, en acuerdo emitido por la Magistrada Instructora el siete de noviembre del presente año, tal elemento probatorio fue desechado por no tenerse certeza sobre su licitud. 

Lo anterior, de conformidad con el criterio sustentado por la Sala Superior, al resolver el expediente SUP-JDC-1572/2019, en el sentido de que en cuanto a ese tipo de mensajes, aunque se trata de comunicaciones privadas, procede la admisión para apreciar y valorar su contenido, cuando hayan sido obtenidas en forma lícita, es decir, cuando hayan sido ofrecidas por alguna de las personas participantes en las comunicaciones, pues con ello se devela la secrecía. 

Por ende, la Magistrada Instructora determinó la no admisión de ese elemento probatorio al no tenerse certeza en la licitud de su origen pues la parte actora no refiere haber sido parte en la conversación contenida en la imagen, de manera que, de admitirse la prueba, se infringiría la privacidad de la persona suscriptora y demás integrantes del grupo. 

En consecuencia, este Tribunal Electoral tiene por no acreditados los hechos irregulares que refiere la parte demandante, por lo cual no existe base alguna para considerar que la candidata de la planilla 1 incurrió en alguna infracción a las reglas de campaña.  

· Una persona que fungió como escrutadora le manifestó bajo protesta de decir verdad que se percató de varias incidencias acontecidas durante la jornada electiva

Los argumentos de la parte demandante son inatendibles, puesto que no se cuenta con elemento probatorio del que se pueda advertir la existencia de los hechos que refiere. 

En efecto, en la demanda, la parte actora refirió que una persona que fungió como escrutadora durante la elección le hizo saber diversas irregularidades acontecidas, consistentes en que: 1) se sintió intimidada y le provocó un daño psicoemocional, el hecho relativo a que tenía “casi encima” a las personas integrantes de la Junta Cívica Electoral; 2) agresiones verbales de la Presidenta de la Junta Cívica Electoral; 3) Hubo un relevo aproximadamente a las diez horas entre la escrutadora de la planilla 1 y la observadora, por lo que existió ausencia por una hora de dicha escrutadora, 4) llegó un vecino a emitir su voto pero la Presidenta de la Junta Cívica Electoral le negó el derecho al voto porque supuestamente encontrarse en estado inconveniente, pero aquélla no es perita o experta para determinar el estado de salud de las personas. 

Al efecto, la parte demandante refirió que la citada escrutadora le comunicó esos hechos bajo protesta de decir verdad; sin embargo, en autos del juicio de la ciudadanía no existe elemento probatorio alguno que corrobore tal información. 

Ello, toda vez que en las actas de las dos casillas instaladas no consta incidencia alguna acontecida durante la jornada electiva, como se advierte de las imágenes correspondientes a las actas de instalación y apertura de casilla, de escrutinio y cómputo, así como de cierre, relativas a las casillas Básica y Contigua: 
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Como se observa, en ninguna de las actas se hace referencia a irregularidad o incidencia presentada durante la jornada electiva; tampoco se menciona la presentación de algún escrito de incidentes por parte de las personas representantes de las y los candidatos. 

Incluso, en las tres actas correspondientes a la casilla Básica, consta el nombre y firma de María Azucena Velázquez Montesinos —persona que refiere la parte actora le comunicó las irregularidades—, quien firmó no como escrutadora —como dijo la parte demandante— sino como presidenta de la casilla Básica. 

Además, cabe destacar que las integrantes de la Junta Cívica Electoral, al rendir su informe circunstanciado, manifestaron que el día de la jornada electiva, en todo momento, existió respeto e igualdad; aunado a que esa instancia no recibió de parte de María Azucena Velázquez Montesinos, alguna manifestación o escrito presentado en el tiempo y forma establecida para las impugnaciones contra la elección. 

Asimismo, la Junta Cívica Electoral refirió que, contrario a lo que sostuvo la parte actora, las personas integrantes de la planilla 1, representantes de casilla, observadores, representantes de las personas candidatas y la propia Junta, en todo momento desempeñaron sus funciones, sin existir situación alguna como las referidas en la demanda. 

Y en cuanto a que la Presidenta de la Junta Cívica había preguntado a una persona adulta mayor por quién votaría, las integrantes de dicho órgano indicaron que esa persona había recibido una orientación respetuosa para que ejerciera su voto de forma libre y secreta, lo que atestiguaron las mencionadas integrantes. 

Asimismo, en cumplimiento al requerimiento formulado por la Magistrada Instructora, a fin de que la citada Junta Cívica Electoral informara si recibió algún escrito de incidentes o impugnación, o bien, si en forma verbal o escrita alguna de las personas integrantes formuló alguna inconformidad, dicho órgano informó que no recibió ninguna manifestación o notificación dentro de los plazos para recibir impugnaciones en contra del proceso electivo. 

Por tanto, no existe prueba, ni siquiera de carácter indiciario, respecto de las irregularidades que refiere la parte actora, lo cual era indispensable para tenerlas por acreditadas, toda vez que son hechos que no le constaron directamente a dicha parte demandante, sino que le fueron comunicadas por una tercera persona. 

Ello, además, pues si bien, la parte actora ofreció la prueba testimonial a cargo de María Azucena Velázquez Montesinos, la misma fue desechada en acuerdo dictado por la Magistrada Instructora el siete de noviembre de dos mil veintidós, toda vez que su ofrecimiento no cumplió con lo establecido en el artículo 53, fracción VI, de la Ley Procesal: 

“Artículo 53. Sólo podrán ser ofrecidas y admitidas las pruebas siguientes: 
…
VI. La confesional y la testimonial, cuando versen sobre declaraciones que consten en acta levantada ante fedatario público que las haya recibido directamente de la parte declarante, y siempre que esta última quede debidamente identificada y asiente a (sic) la razón de su dicho;” 

Esto es, la prueba testimonial podrá ser admitida en los medios de impugnación previstos en la Ley Procesal cuando esté relacionada con declaraciones rendidas ante persona con fe pública, lo que no acontece en el caso, puesto que las declaraciones sólo fueron referidas directamente a la parte demandante por una tercera persona. 

Por tanto, el agravio es inatendible, toda vez que no existe sustento probatorio alguno en autos que permita analizar y, en su caso, tener por acreditados los hechos que refiere la parte actora.  

En consecuencia, tampoco es atendible su pretensión de que se determine responsabilidad por infracciones cometidas a las disposiciones electorales, puesto que, además de que es una cuestión que, en su caso, debe ser planteada ante el Instituto Electoral, en términos de la Ley Procesal, lo cierto es que no existen elementos que evidencien, al menos indiciariamente, las infracciones que refiere.  

Por tanto, dado lo infundado e inatendible de los agravios, no se acredita irregularidad alguna en la celebración de la elección, por lo cual, lo procedente es confirmar la validez del proceso electivo. 

Por lo expuesto y fundado, se

RESUELVE:

[bookmark: _Hlk120704587][bookmark: _Hlk103081022]PRIMERO. Se acumula el juicio TECDMX-JLDC-180/2022 al juicio TECDMX-JLDC-076/2022, en términos de la consideración SEGUNDA. 

SEGUNDO. Es procedente el presente juicio para la protección de los derechos político-electorales de la ciudadanía en salto de la instancia, de conformidad con la consideración sexta de esta resolución.

TERCERO. Se sobresee en el expediente TECDMX-JLDC-076/2022 respecto a la elección de la Junta Cívica Electoral del Pueblo Originario Santa Úrsula Xitla, Tlalpan, y en el expediente TECDMX-JLDC-180/2022 respecto de la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a).

CUARTO. Se confirma la validez de la elección de la Autoridad Tradicional Subdelegado (a) del Pueblo Originario Santa Úrsula Xitla, Tlalpan, celebrada el tres de julio de dos mil veintidós.

QUINTO. Se vincula a la Secretaría de Pueblos y Barrios Originarios de la Ciudad de México para que en el proceso de constitución del Sistema de Registro y Documentación de los Pueblos y Barrios Originarios y Comunidades Indígenas Residentes considere los antecedentes expuestos en la presente resolución, es decir, el reconocimiento previamente acreditado de Santa Úrsula Xitla, como pueblo originario. Para tal efecto, remítase copia certificada de la presente resolución. 

NOTIFIQUESE como en derecho corresponda.

Así, por unanimidad de votos, lo resolvieron y firman las Magistradas y los Magistrados del Pleno del Tribunal Electoral de la Ciudad de México, con el voto concurrente que emite la Magistrada Martha Alejandra Chávez Camarena, mismo que corre agregado a la presente Sentencia como parte integrante de esta. Todo lo actuado ante el Secretario General, quien autoriza y da fe.

INICIA VOTO CONCURRENTE QUE CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 100 FRACCIÓN II DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, FORMULA LA MAGISTRADA MARTHA ALEJANDRA CHÁVEZ CAMARENA, RESPECTO A LA SENTENCIA DICTADA EN LOS JUICIOS DE LA CIUDADANÍA TECDMX-JLDC-076/2022 Y ACUMULADO TECDMX-JLDC-180/2022.

[bookmark: _Hlk79577051]Con el debido respeto para mis pares, formulo el presente voto concurrente, pues si bien coincido con el sentido de la sentencia, esto es, por una parte sobreseer respecto a la elección de la Junta Cívica Electoral del Pueblo Originario Santa Úrsula Xitla, Tlalpan[footnoteRef:40] derivado de la extemporaneidad en la presentación de la demanda, y por la falta de interés jurídico y legítimo de las partes actoras del juicio de la ciudadanía TECDMX-JLDC-180/2022 para controvertir la elección de la Autoridad Tradicional, al ostentarse como personas habitantes de la Unidad Territorial y desconocer el régimen interno del Pueblo Originario que nos ocupa. [40:  En adelante Pueblo Originario.] 


Así como, por otra parte, confirmar la validez de la elección de la Autoridad Tradicional de la persona Subdelegada del Pueblo Originario, celebrada el tres de julio de dos mil veintidós, al no acreditarse las irregularidades hechas valer en el juicio de la ciudadanía TECDMX-JLDC-076/2022, promovido por una persona originaria y que fue candidata en la elección de la autoridad tradicional del Pueblo Originario.

[bookmark: _Hlk79577073][bookmark: _Hlk79576954]Sin embargo, expongo el presente voto, porque en mi perspectiva, a los presentes asuntos, se debieron acumular los Juicios de la Ciudadanía TECDMX-JLDC-162/2022 y TECDMX-JLDC-163/2022, al existir conexidad en la causa, lo anterior, acorde con lo dispuesto en los artículos 82 párrafo segundo, así como, 83 fracciones I y II de la Ley Procesal Electoral de la Ciudad de México[footnoteRef:41], tal y como explico a continuación. [41:  En adelante Ley Procesal.] 

En el presente caso, la referida vinculación de los asuntos para la procedencia de la acumulación puede advertirse de la información siguiente:
	Expediente
	Parte Actora
	Autoridad Responsable
	Actos Impugnados

	

TECDMX-JLDC-076/2022

	Pedro Claudio Morales Castro, en su calidad de candidato al cargo de Autoridad Tradicional
	Junta Cívica de Santa Úrsula Xitla, Tlapan
	1. Elección de la Junta Cívica Electoral de Santa Úrsula Xitla, Tlapan.

2. Elección de la Autoridad Tradicional


	
TECDMX-JLDC-180/2022

	Ana María Muñoz Espinoza, Hilaria Nelly Gayosso Escamilla y José Manuel Ladrón de Guevara Garibay, personas habitantes de la Colonia Santa Úrsula Xitla
	Junta Cívica de Santa Úrsula Xitla, Tlapan y la Alcaldía Tlalpan
	1. La existencia de Santa Úrsula Xitla, Tlalpan, como pueblo originario.
2. Elección de la Autoridad Tradicional 

	TECDMX-JLDC-162/2022

	
	Otrora Subdelegado de Santa Úrsula Xitla, Tlalpan y la Alcaldía Tlalpan
	1. La existencia de Santa Úrsula Xitla, Tlalpan, como pueblo originario.

2. Convocatoria para integrar la Junta Cívica Electoral de Santa Úrsula Xitla, Tlapan.

	TECDMX-JLDC-163/2022

	
	Junta Cívica de Santa Úrsula Xitla, Tlapan
	1.La existencia de Santa Úrsula Xitla, Tlalpan, como pueblo originario.

2.Convocatoria para elegir a la persona Subdelegada (Autoridad Tradicional).


Como se puede observar, los cuatro juicios de la ciudadanía: TECDMX-JLDC-076/2022, TECDMX-JLDC-162/2022, TECDMX-JLDC-163/2022 y TECDMX-JLDC-180/2022, tienen relación entre sí, pues en dichos asuntos se controvierte el proceso electivo de una autoridad tradicional, en este caso, de la persona Subdelegada del Pueblo Originario, colmándose con ello el supuesto de acumulación establecido en el artículo 83 fracción II de la Ley Procesal[footnoteRef:42]. [42:  Cuando se impugnen actos u omisiones de la autoridad responsable cuando aun siendo diversos, se encuentren estrechamente vinculados entre sí, por tener su origen en un mismo procedimiento.] 

Aunado a lo anterior, en los juicios de la ciudadanía TECDMX-JLDC-162/2022, TECDMX-JLDC-163/2022 y TECDMX-JLDC-180/2022, son coincidentes en que fueron interpuestos por las mismas personas quienes se ostentaron como personas habitantes de la Unidad Territorial de Santa Úrsula Xitla, y que de uno de los actos que impugnan, cuestionan la existencia de Santa Úrsula Xitla, Tlalpan, como pueblo originario, de forma que resulta evidente su conexidad.
Lo anterior, ya que, las partes actoras son las mismas y que son coincidentes en aducir una posible afectación a sus derechos político-electorales al imponerles una figura tradicional que no es coincidente con la Unidad Territorial en la que habitan, pues aseguran que no es un Pueblo Originario, sino una Colonia, colmándose con ello el supuesto de acumulación establecido en el artículo 83 fracciones I y II de la Ley Procesal[footnoteRef:43]. [43:  I. Cuando en un medio de impugnación se controvierta simultáneamente por dos o más actores, el mismo acto o resolución o que un mismo actor impugne dos o más veces un mismo acto o resolución.
II. Cuando se impugnen actos u omisiones de la autoridad responsable cuando aun siendo diversos, se encuentren estrechamente vinculados entre sí, por tener su origen en un mismo procedimiento.] 

[bookmark: _Hlk79577120][bookmark: _Hlk79576995]Con base en lo anterior, es posible advertir que los actos controvertidos en los juicios que se analizaron en la presente sentencia, se encuentran estrechamente vinculados con los juicios TECDMX-JLDC-162/2022 y TECDMX-JLDC-163/2022. De ahí que, como se ha precisado se actualice lo previsto en las fracciones I y II del artículo 83 de la Ley Procesal, al existir conexidad en la causa. 
En ese sentido, a fin de resolver de manera expedita y congruente las inconformidades que se analizan, en atención al principio de economía procesal y evitar la emisión de resoluciones contradictorias, es que se estima que lo procedente era la acumulación, en términos de los artículos citados.
Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia 2/2004 emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, de rubro: “ACUMULACIÓN. NO CONFIGURA LA ADQUISICIÓN PROCESAL DE LAS PRETENSIONES”.
La que esencialmente señala, que la finalidad que persigue la acumulación es única y exclusivamente por economía procesal y evitar el dictado de sentencias contradictorias, lo anterior, atendiendo al principio de certeza, consagrado en el artículo 17 de la Constitución Federal.
Por las razones antes precisadas, es que formulo el presente voto concurrente.
CONCLUYE VOTO CONCURRENTE QUE CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 100 FRACCIÓN II DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, FORMULA LA MAGISTRADA MARTHA ALEJANDRA CHÁVEZ CAMARENA, RESPECTO A LA SENTENCIA DICTADA EN LOS JUICIOS DE LA CIUDADANÍA TECDMX-JLDC-076/2022 Y ACUMULADO TECDMX-JLDC-180/2022.

	


ARMANDO AMBRIZ HERNÁNDEZ 
MAGISTRADO PRESIDENTE INTERINO

	






MARTHA ALEJANDRA CHÁVEZ 
CAMARENA
MAGISTRADA 

	






MARTHA LETICIA MERCADO RAMÍREZ 
MAGISTRADA

	




JUAN CARLOS SÁNCHEZ LEÓN
MAGISTRADO 

	



PABLO FRANCISCO HERNÁNDEZ HERNÁNDEZ 
SECRETARIO GENERAL
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